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I. Presentación

A inicios de 2014 un grupo de investigadores de las 

Fundaciones Ideas para la Paz (FIP), y Paz y Reconcilia-

ción (PARES) emprendimos la aventura de realizar, gracias 

al apoyo del Ministerio del Interior, un proyecto orientado 

a preparar el escenario de Postconflicto en Colombia. Lo 

anterior en el contexto de los diálogos de paz entre el Go-

bierno colombiano y las FARC en la Habana, Cuba. Nuestro 

horizonte tuvo dos inamovibles. Uno, la convicción profun-

da de que el conflicto armado colombiano debe solucio-

narse por la vía negociada. Y dos, nuestra creencia en que 

ninguna negociación, por exitosa que sea, traerá por sí sola 

la paz a nuestro país. 

A nuestro entender, la violencia que experimentamos 

desde hace al menos cincuenta años – y que ha tenido tan 

diversas expresiones – hunde sus raíces en asuntos estruc-

turales, como la estrechez de nuestra cultura política, la 

institucionalidad rentística imperante, el matrimonio entre 

política y violencia, y las relaciones extorsivas entre el cen-

tro político y las regiones. 

Por ese motivo, si queremos construir la paz en nuestro 

país no es suficiente que los grupos armados ilegales de-

pongan sus armas y se reintegren a la vida civil. Además de 

ello, tenemos el enorme reto de realizar cambios en nues-

tras instituciones (entendidas como ordenamientos jurídi-

cos y leyes, y como diseños institucionales), en nuestras 

relaciones y, en general, en el modo en que hacemos las 

cosas. Se trata de un desafío profundo, que parte del re-

conocimiento de los dilemas que ya mencionamos y, tam-

bién, de la toma de consciencia sobre el camino que hemos 

recorrido. Detener el espiral de la violencia es un reto de la 

A nuestro entender, la violencia que 
experimentamos desde hace al menos 

cincuenta años – y que ha tenido tan diversas 
expresiones – hunde sus raíces en asuntos 

estructurales, como la estrechez de nuestra 
cultura política, la institucionalidad rentística 

imperante, el matrimonio entre política y 
violencia, y las relaciones extorsivas entre el 

centro político y las regiones.
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De acuerdo con este marco 
interpretativo, preparar 
el postconflicto implica 

diversas tareas. Una de las 
más urgentes es saber qué 

está pasando efectivamente 
en las regiones.

sociedad colombiana en su conjunto, el cual requiere 

tanta esperanza como realismo. 

De acuerdo con este marco interpretativo, preparar 

el postconflicto implica diversas tareas. Una de las más 

urgentes es saber qué está pasando efectivamente en 

las regiones. En efecto, si no comprendemos detalla-

damente las dinámicas del conflicto, el modo en que 

los actores ilegales operan en los territorios, la relación 

entre el Estado y los ciudadanos, los mercados lega-

les e ilegales, las expectativas de las comunidades y los 

recursos con los que se cuenta a nivel institucional y 

comunitario, difícilmente podremos hacer frente a los 

dilemas que nos planteará el postconflicto. En ese sen-

tido, es fundamental que las políticas públicas, sobre 

todo las provenientes del nivel nacional, se formulen 

con base en diagnósticos cercanos de la realidad local 

y que atiendan de manera efectiva la realidad territorial 

y sus distintos rostros.

Por otro lado, resulta inaplazable emprender el for-

talecimiento de las capacidades de los actores locales 

para gestionar y hacer frente a los dilemas propios del 

postconflicto. Desde nuestro punto de vista, son estos 

actores locales los que podrán hacer la diferencia en un 

contexto de cambio y de incertidumbre como el que 

supondrán, seguramente, la transición y posterior esta-

bilización. Son ellos quienes, con base en la experiencia 

acumulada y teniendo en cuenta los horizontes y ex-

pectativas territoriales, asumirán la responsabilidad de 

construir la nueva ciudadanía en las regiones afectadas 

por el conflicto armado y podrán reclamar como suyo 

el triunfo de la implementación exitosa de los acuerdos 

de paz. El postconflicto es, desde esta perspectiva, un 

cometido de naturaleza profundamente territorial, en el 

marco del cual las capacidades territoriales deben re-

conocerse y fortalecerse de manera sistemática. 

Bajo estas premisas, y en cumplimiento del con-

venio de asociación M069 suscrito entre la Fundación 

Ideas para la Paz y el Ministerio del Interior con el objeto 

de fortalecer “la gestión institucional de las entidades 

territoriales en materia de seguridad y convivencia ciu-

dadana en el marco del posconflicto”, desarrollamos el 

proyecto “Capacidades locales para la paz”. En el marco 

de éste aportamos a la preparación de un escenario de 

postconflicto en Colombia mediante la realización de 

una investigación participativa sobre visiones, desafíos 

y recursos para la paz en 46 municipios afectados por 

el conflicto armado en nuestro país. 

En la serie conformada por éste y por otros cinco 

documentos, y un multimedia1, ponemos a considera-

ción de los lectores interesados el resumen del proce-

so, metodología y resultados del proyecto “Capacida-

des locales para la paz”. Esta publicación materializa, 

además, parte del apoyo que recibimos del Programa 

de apoyo al proceso de reincorporación de excomba-

tientes y comunidades receptoras, realizado por la Or-

ganización Internacional para las Migraciones (OIM) y la 

Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Inter-

nacional (USAID), los cuales aportaron al proyecto en la 

fase de difusión nacional y local de resultados.

La serie se conforma de un documento de síntesis 

de resultados, un documento de metodología y cuatro 

documentos regionales. Todos ellos fueron posibles 

gracias al esfuerzo y dedicación no sólo de los investi-

gadores que participamos en el proyecto sino también 

de las cientos de personas que contribuyeron con sus 

vivencias, testimonios y perspectivas a la realización 

de las diversas actividades que propusimos en campo. 

Hemos escrito estas líneas con la esperanza de que los 

ciudadanos de Antioquia, Caquetá, Cauca, Chocó, Hui-

la y Norte de Santander que tuvimos el privilegio de co-

nocer en el transcurso de estos meses, vean reflejadas 

sus expectativas sobre el postconflicto en ellas. Nues-

tro reconocimiento y gratitud a ese conjunto de ciuda-

danos que día a día construyen la paz de nuestro país.

1	 	Ver:	www.ideaspaz.org
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II. Introducción

En este documento se presentan los principales ha-

llazgos para el Cauca obtenidos en el marco del pro-

yecto “Capacidades locales para la paz”. Este se llevó 

a cabo gracias al convenio suscrito entre el Ministerio 

del Interior y la Fundación Ideas para la Paz en 2014, 

desarrollado con la participación de la Fundación Paz 

y Reconciliación para el “fortalecimiento de la gestión 

institucional de las entidades territoriales en materia 

de seguridad y convivencia ciudadana en el marco del 

postconflicto”.

De forma complementaria, el proyecto contó, en su 

fase final, con el apoyo del Programa de Reintegración 

con Enfoque Comunitario (CORE) de la Organización 

Internacional para las Migraciones (OIM) que cuenta 

con el apoyo financiero de la Agencia de los Estados 

Unidos para el Desarrollo Internacional (Usaid). En el 

marco de esta cooperación fue posible elaborar los 

presentes documentos, así como talleres de devolución 

de resultados del proyecto en cada una de las regiones 

focalizadas, los que sirvieron a su vez para dar un ade-

cuado cierre al proceso con los participantes locales.

El proyecto buscó aportar a la preparación territo-

rial de un escenario de postconflicto en Colombia, me-

diante un proceso de investigación y de intervención 

participativa, el que fue implementado durante 2014 en 

46 municipios de seis departamentos históricamente 

golpeados por la violencia. 

Las acciones del proyecto respondieron a tres com-

ponentes. El componente de investigación pretendía 

generar luces sobre el estado actual del conflicto en las 

regiones focalizadas, así como conocer la percepción 

de las comunidades sobre el proceso de paz median-

te la realización de cerca de cien entrevistas a actores 

locales. El componente de intervención buscó activar 

capacidades comunitarias para la paz a través de diver-

sos ejercicios individuales y colectivos de diálogo sobre 

visiones regionales, análisis de contexto e identificación 

de experiencias y recursos con representantes del sec-

tor público, la sociedad civil y el sector productivo. Este 

componente realizó 266 entrevistas y grupos focales, 

42 diálogos locales y un taller nacional de intercambio 

de experiencias de paz. El tercer componente se orientó 

al análisis de las capacidades institucionales en materia 

de seguridad y convivencia ciudadana, orden público 

y conflictividad social, y el apoyo a las alcaldías y go-

bernaciones en el tema. Por este motivo se realizaron 

entrevistas a mandatarios, un taller nacional, un análisis 

de la ejecución presupuestal, un diagnóstico de planes 

e instancias de coordinación local y departamental en 

la materia, y apoyos específicos a mandatarios e instan-

cias de coordinación.

En Cauca se conformó un equipo regional constitui-

do por siete personas, quienes trabajaron coordinada-

mente con el equipo nacional compuesto por investiga-

dores de ambas Fundaciones. Para este departamento 

se operó en trece municipios de tres regiones: la región 

norte, formada por los municipios de Miranda, Caloto, 

Caldono, Santander de Quilichao, Toribío, Jambaló y 

Corinto; la región sur por Argelia, Balboa, Patía, Merca-

deres y Bolívar. Y el municipio de Almaguer que perte-

nece a la región del Macizo.

En el marco de los componentes antes descritos se 

realizaron en el departamento un total de 72 entrevis-

tas, siete grupos focales, dos diálogos sobre visiones y 

recursos, siete diálogos sobre retos y experiencias de 

paz y dos asistencias técnicas a consejos de seguridad 

y convivencia. Así se hicieron en total 153 actividades 

regionales de acuerdo con la información compilada y 

sistematizada, además del taller de devolución de re-

sultados. A los nueve diálogos regionales asistieron en 

promedio 21 personas de distintos sectores.

Bajo la idea de “Capacidades 
locales para la paz” se buscó 

aportar a la preparación territorial 
de un escenario de posconflicto 

en Colombia, mediante un 
proceso de investigación y de 

intervención participativa, que fue 
implementado en 46 municipios de 
seis departamentos colombianos, 
históricamente golpeados por la 

violencia armada.
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III. Caracterización 
regional

TABLA /02.
Información General Departamento de 
Cauca

CAUCA

MUNICIPIOS 42

CAPITAL Popayán

SUPERFICIE 30.169 km2

POBLACIÓN (CENSO 2005)
1’342.650
60,13% rural
39,87%cabecera

DENSIDAD POBLACIONAL 45,81 hab/km2

Fuente: DANE 2012.

El territorio caucano se proyecta al sur de la meseta 

de Popayán, entre las cordilleras Central y Occidental. 

Su localización en la región suroccidental de Colombia 

le confiere una posición estratégica, articulándose por 

el noroccidente con la costa Pacífica, la ciudad de Cali 

y el puerto de Buenaventura, a través de la cuenca del 

río Naya y de la vía Panamericana. Mediante el corre-

dor biológico del volcán nevado del Huila se articula al 

nororiente con el sur de los departamentos del Valle, el 

Tolima y Huila y hacia el sur está el macizo o Nudo de 

Almaguer. 

En su diversidad geográfica y cultural el departa-

mento presenta distintas formas de poblamiento de 

características culturales diferenciadas que pueden ser 

comprendidas como regiones donde habitan comuni-

dades indígenas ancestrales (Nasas, Misak, Totoroes, 

Coconucos y Yanaconas), comunidades campesinas y 

de afrodescendientes. 

Según el censo DANE (2005), el 39,87% de la po-

blación vive en las cabeceras y el 60,13% se ubica en las 

áreas rurales del departamento. Esta característica le 

imprime al departamento su carácter rural. Sus cabece-

ras municipales constituyen asentamientos de peque-

ños grupos de población y es el punto de encuentro de 

corregimientos y veredas para el intercambio, comer-

cialización y mercadeo de productos agropecuarios. 

Estos centros de población y mercadeo presentan una 

localización privilegiada sobre la carretera Panamerica-

na, vía que atraviesa el departamento de norte a sur, 

como Santander de Quilichao, Piendamó y El Bordo 

(Patía). 

3.1. Región Norte

La región está circundada por la cordillera central y 

el relieve se caracteriza por su variedad de formas: pie-

demonte, laderas, valles interandinos y encadenamien-

tos montañosos, con variedad de climas y suelos que 

permiten el desarrollo de proyectos agroindustriales y 

la producción ganadera y forestal. 

La población en los municipios focalizados se con-

centra principalmente en las zonas rurales. Los que tie-

nen la mayoría de la población en la cabecera urbana 

son Miranda (69%) y Santander de Quilichao (54%). En 

los demás municipios la población se concentra princi-

palmente en áreas rurales, así: Caldono (96%), Toribío 

El trabajo de campo permitió identificar sueños, re-

cursos y retos para el postconflicto en la región, de los 

que se derivan una serie de conclusiones y recomen-

daciones de política pública que reflejan las grandes 

expectativas y preocupaciones de la región frente a un 

posible escenario de postconflicto.

Este documento regional se divide en tres partes. 

La primera caracteriza de forma general a los munici-

pios e identifica los principales hitos que han marcado 

la historia del conflicto en el Cauca. La segunda par-

te desarrolla siete retos y recursos de la región para el 

postconflicto y en la tercera parte presenta recomen-

daciones de política pública las que buscan aportar a la 

preparación de las autoridades locales, las organizacio-

nes sociales y actores privados para una posible transi-

ción del conflicto a la paz.

MAPA /01
Municipios focalizados por el proyecto en el departamento del Cauca

Fuente: Elaboración FIP
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líder indígena Floro Alberto Tunubalá. La llegada para-

militar en la zona se da a través del Bloque Calima que 

en 1999 tenía un número aproximado de 6000 hom-

bres en sus filas (Agredo, 2013). Según testimonios de 

Ever Velosa alias HH, jefe del Bloque Calima, las AUC 

llegan inicialmente al Valle del Cauca “por pedido de 

los empresarios de la región […] [que] recurren a Casta-

ño para que envíe un grupo de autodefensas” (Semana, 

2008). El Bloque Calima consolida el Frente La Buitrera 

en el norte que operaba en los municipios de Miranda 

y Corinto, y el Frente Farallones, que operaba en los 

municipios de Santander de Quilichao, Buenos Aires y 

Puerto Tejada.

En los meses siguientes se produjeron numerosos 

homicidios selectivos, intimidaciones, amenazas, desa-

pariciones y acciones que condujeron al desplazamien-

to forzado de la población civil. Así mismo, la irrupción 

de estos grupos ilegales incrementó las disputas por el 

control y dominio territorial con la insurgencia, mientras 

la población civil quedó atrapada en medio del fuego. 

En el norte sucedieron cuantiosas acciones armadas 

contra la población en los que se resalta los asesinatos 

en la vereda Guatemala de Miranda y los asesinatos se-

lectivos a comerciantes en Santander de Quilichao. 

La masacre del Naya, perpetrada durante los días 10 

y 12 de abril del 2001, dejó aproximadamente 100 muer-

tos convirtiéndose en uno de los casos emblemáticos 

del Bloque Calima al mando de alias HH. Este caso evi-

denció en su momento el conflicto por el territorio que 

existía en el norte del Cauca, así como la complicidad 

de agentes del Estado y la negligencia de otros en la 

comisión de la misma.

Las comunidades indígenas, campesinas y afroco-

lombianas promovieron la realización de movilizaciones 

frente a estos hechos con un impacto regional, nacional 

e internacional de denuncia y exigencia al Estado para 

garantizar el derecho a la vida de las comunidades. En-

tre estas sobresalen la Gran Marcha Regional Indígena 

y Popular en defensa de la vida, en junio de 2001; la 

marcha desde Santander de Quilichao hasta Bogotá, 

que contó con la participación de más de 1500 indí-

genas en julio de 2007, y la Minga Social y Popular Na-

cional en 2009 en la que se realizaron encuentros en 

diversas regiones del país con el objetivo de demandar 

del Gobierno el respeto de los derechos de autonomía, 

territorio, cultura y la exigencia de desmilitarizar los te-

rritorios indígenas. 

Hoy el norte del Cauca es un territorio de álgida 

confrontación militar entre las FARC y el Estado, milita-

rización de la vida social y afectación de la población ci-

vil. En esta área operan el Frente 6 y 30 de las FARC, así 

como la Columna Móvil Jacobo Arenas (Medina, 2011); 

y por parte del Ejército, la Fuerza de Tarea Apolo que 

agrupa las Brigadas móviles número 14, 17, 28, 29 y 37, 

el Batallón de Alta Montaña número 8, Cr. José María 

Vezga, ubicado en Tacueyó, Toribío desde 2011 (Ejército 

Nacional, Tercera División, 2014).

3.2. Región Sur

Geográficamente los municipios focalizados en esta 

región se ubican en la cordillera Central y en la cordille-

ra Occidental (Fundecima, 2000, pág. 17). Así mismo, el 

macizo, nudo geográfico de la cordillera de los Andes, 

da origen a las cordilleras Central y Occidental. Este 

es reconocido como un espacio de gran biodiversidad 

biológica y cultural donde confluyen los ecosistemas 

Andino, Amazónico y Pacífico. Toda su riqueza natu-

ral ha hecho que sea declarado por la Organización de 

las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la 

Cultura (Unesco) como reserva de la biosfera mundial.

(94%), Jambaló (93%), Caloto (75%) y Corinto (59%). 

En los siete municipios de la región norte, la po-

blación afrodescendiente suma 60.437 personas y se 

concentra en Miranda, Santander de Quilichao, Caloto 

y Corinto. La población indígena suma 96.150 y se con-

centra en los municipios de Toribío, Caldono, Santander 

de Quilichao y Jambaló, en su orden. En este caso la 

población mestiza repartida en los siete municipios es 

de 92.335.

En materia productiva, en la zona plana de la región 

predomina el monocultivo de la caña de azúcar y en 

un segundo renglón frutales, entre los que se destaca 

la piña. En las zonas de media y alta montañas, las co-

munidades indígenas y campesinas mantienen cultivos 

de pan coger alrededor de prácticas culturales para 

conservar la diversificación en los semabrados de café, 

plátano, yuca, maíz, frijol, arveja, arracacha y algunos 

frutales.

La vocación agrícola, agroindustrial y comercial de 

la región da como resultado variedad de organizaciones 

comunitarias. En cada municipio se agremian cultiva-

dores, transformadores y comercializadores de mate-

rias primas. Otras organizaciones comunitarias trabajan 

desde la gestión propia con propósitos ambientalistas; 

así mismo, se cuenta con organizaciones de mujeres, 

de víctimas del conflicto armado y Organizaciones No 

Gubernamentales (ONG) cuya misión es fortalecer la 

cultura de paz en la región. La organización comunal, 

coordinada por la Asociación de Juntas de Acción Co-

munal (JAC), representa a comunidades urbanas y ru-

rales y son apoyadas desde la Oficina Promoción de 

Acción Comunal ubicada en algunas alcaldías.

El conflicto armado en la región
El norte del Cauca se ha caracterizado por la pre-

sencia histórica de grupos guerrilleros. En la década de 

los años 80 operaban el Ejército Popular de Liberación 

(EPL), el Movimiento Armado Quintín Lame (MAQL) y 

el Movimiento 19 de abril (M-19). Así mismo, las Fuer-

zas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), de 

acuerdo con cambios en su estrategia militar, inician un 

copamiento territorial en los departamentos del Valle 

del Cauca, Cauca y Nariño a comienzos de los 80 con 

ventajas geográficas y corredores de movilidad hacia la 

costa pacífica y la cordillera occidental y central.

Paralelamente, la organización indígena comenzó un 

proceso de exigibilidad de derechos en 1974 que tuvo 

como consecuencia una violenta respuesta por actores 

armados quienes declararon a los indígenas objetivo 

militar. El estudio de Pedro Cortés (1975) señala que 

se cometieron alrededor de 76 homicidios contra diri-

gentes y activistas indígenas en la década de los años 

70. Como consecuencia de esta oleada de violencia se 

vincularon al M-19 un grupo significativo de indígenas y 

activistas políticos, seguido del nacimiento del MAQL 

constituido por indígenas. 

Durante 1991, época en la que se convocó a una 

Asamblea Nacional Constituyente, varios grupos insur-

gentes que hacían presencia en el Cauca como el M-19, 

EPL y el MAQL se desmovilizaron. El MAQL dejó las ar-

mas con aproximadamente 160 guerrilleros indígenas. 

A pesar de este proceso de desmovilizaciones los he-

chos de violencia no cesaron en la región. En diciembre 

de 1991, en la hacienda El Nilo, en Caloto, los grupos de 

autodefensa asesinaron a 21 indígenas; en estos hechos 

se vieron involucrados militares y hacendados.

Pasado el tiempo, la guerra se recrudeció en el país 

con el fortalecimiento de los grupos paramilitares. A fi-

nales de la década de los 90, los paramilitares orientan 

su ofensiva hacia la región suroccidente de Colombia 

en tiempos en que asumió la Gobernación del Cauca el 



CAUCA
Capacidades locales para la paz

CAPACIDADES LOCALES PARA LA PAZ
Recursos y retos para el posconflicto en la región Cauca 1918

ró esa discordia alrededor del narcotráfico, es decir, la 

plata” (El Pueblo, 2013). Con esto las FARC aprovechan 

y recobran el control en esta zona con el Frente 8, re-

armado desde Nariño, facilitado por la ofensiva entre 

ELN y las FARC contra los Rastrojos y el debilitamiento 

del ELN por la desmovilización de la compañía Lucho 

Quintero el 16 de julio de 2013. 

Una lectura de la dinámica del conflicto en el 2014, 

permite identificar que el Cauca ha adquirido una ma-

yor relevancia como escenario de disputa. En el esque-

ma de dialogar en medio del fuego, las FF.MM. incre-

mentaron su accionar ofensivo sobre la insurgencia, 

quienes focalizan el ataque sobre los objetivos de alto 

valor estratégico y produciendo bajas entre mandos de 

los frentes y columnas como la Jacobo Arenas. Desde 

el 2012 hay un incremento del pie de fuerza de los mi-

litares con más de 2.500 efectivos con el propósito de 

recuperar el control de la vía Panamericana (Medina, 

2011). Hoy en la zona hace presencia el Batallón de Alta 

Montaña 4 Benjamín Herrera.

A pesar de los duros golpes de la fuerza pública en 

la línea de mandos tanto del lado de las FARC como del 

ELN y del aumento del pie de fuerza en el departamen-

to, lejos está el Estado de tener un control territorial 

en zonas de retaguardia de la guerrilla. En el sur, las 

FARC mantienen un control territorial en zonas como 

Argelia, donde la fuerza pública no consigue controlar 

las dinámicas económica ni militar. En el macizo, el ELN 

mantiene presencia diluida y contacto con la población 

pero sin control territorial. Hoy en la región, las FARC 

hacen presencia con los Frentes 6 y 8, así como la co-

lumna móvil Jacobo Arenas y la columna Arturo Ruiz. El 

ELN tiene presencia con la compañía Milton Hernández 

y la columna móvil Camilo Cien Fuegos, con reducida 

actividad militar (Espinosa, 2012).

Para el proyecto, la región sur se conformó por Ar-

gelia, Patía, Balboa, Almaguer, Bolívar y Mercaderes. 

En los seis municipios los habitantes ascienden a los 

141.909, que representan el 13% del total del depar-

tamento. En este caso la población que prima son los 

mestizos con un total de 135.216, le siguen los afros 

20.345, concentrándose el 70% en el Patía y los indí-

genas con 9.218 repartidos en Mercaderes, Bolívar y 

Almaguer.

Esta región tiene un potencial para el desarrollo a 

través del ecoturismo gracias a la convergencia de los 

tres sistemas del Macizo, Patía y el Litoral. No obstante, 

la economía de la región es precaria, pues está basada 

en la producción del minifundio, con muy escasa tec-

nificación, que se apoya en la utilización de mano de 

obra familiar para la producción de café, caña panelera, 

maíz, yuca, plátano y ganadería especialmente en Patía, 

Mercaderes y las zonas cálidas de Bolívar. Los cultivos 

de uso ilícito, especialmente la coca, están en todos los 

municipios de la región y son la alternativa de muchos 

campesinos para solucionar sus necesidades básicas 

insatisfechas o porque también forma parte de una 

tradición de la región. Según información del Simci, en 

2012, todos los municipios, focalizados en el sur, tenían 

cultivos de coca, excepto Almaguer.

El conflicto armado en la región

En conflicto armado se remonta a 1964 cuando los 

guerrilleros liberales abandonaron el Tolima y cruzaron 

la cordillera hacia el Cauca (Núñez, 2008). En la región 

sur han hecho presencia las FARC, el Ejército de Libera-

ción Nacional (ELN), el M-19, los grupos paramilitares y 

las bandas criminales después de la desmovilización de 

las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC).

La presencia del ELN se hace a mediados de los 80 

cuando llegan a través del frente Manuel Vásquez Cas-

taño sumándose a la presencia de los frentes 8 y 60 de 

las FARC. Las acciones de esta guerrilla en el macizo 

fueron sostenidas en los años 2000 a 2004, mientras 

que las unilaterales del ELN se presentaron sin variacio-

nes entre los años 1988 a 2004 con un ascenso en los 

periodos de 1994-1996 y 2000-2002 (Vásquez, Vargas, 

& Restrepo, 2011).

Desde 1998 los combates fueron principalmente 

contra las fuerzas militares. A partir del 2000 se inicia 

una nueva fase de fortalecimiento guerrillero en la zona 

con un punto máximo de acciones en el 2007, fase que 

se caracteriza por la llegada de las bandas criminales a 

la región, la ofensiva estatal y la pérdida paulatina de 

influencia de los grupos guerrilleros. Sin embargo, las 

FARC recuperan el control de la zona a partir de 2010. 

Por otra parte, los paramilitares llegan a la región 

sur occidente a través del Bloque Calima. Después del 

2001, este bloque extiende sus operaciones a munici-

pios como Popayán, Piendamó, Cajibío, Timbío, El Tam-

bo, Rosas, Patía, Bolívar, Balboa, Mercaderes, Florencia 

y La Sierra. Este bloque incrementa sus acciones en el 

2001 con el objetivo de controlar la vía Panamericana 

y la salida al Pacífico por Argelia. En el 2007, después 

de la desmovilización paramilitar (2003-2006) surge 

un incremento de la presencia de las bandas criminales 

hasta el 2009. Según información de Indepaz (2014) los 

Rastrojos han hecho presencia esporádica en los muni-

cipios de Bolívar, Balboa, Mercaderes, Patía, y de mane-

ra continua en Argelia desde el 2008.

Vale resaltar que en el 2006 los Rastrojos y el ELN 

se aliaron para sacar a las FARC del sur del Cauca, al 

punto de que lograron desmantelar al Frente 8 (Ávila, 

2009), con el interés específico de controlar los cultivos 

ilícitos en los municipios de Balboa y Argelia. No obs-

tante, esta alianza se quebró en el 2009. Un habitante 

de la región consultado por el portal El Pueblo afirmó: 

“Hubo algo en la estructura, Rastrojos - ELN que gene-
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los dos temas relevantes con respecto del conflicto de 

suelos: la concentración de la tierra y la conflictividad 

intercomunitaria. 

4.1.1. Los conflictos por el acceso equitativo 
a la tierra

Disputas entre propiedad colectiva y privada en-

frenta a comunidades indígenas, afros y campesinas 

en contra de las inversiones de capital en la región. La 

conflictividad social por la concentración de tierras en 

pocas manos será un tema clave en la transición, espe-

cialmente en el norte, dado que es ahí donde se aglu-

tinan el conjunto de empresarios. La concentracion de 

las mejores tierras en pocas manos en la zona norte 

del Cauca, donde se encuentran los predios más cos-

tosos del departamento, dan como resultado una ma-

yor competencia por la tierra generando una serie de 

conflictos por acceso y uso de la misma. “[La] disputa 

por el territorio donde no tenemos tierra dónde trabajar 

esto hace que muchos habitantes no puedan suplir sus 

necesidades básicas insatisfechas”3.

Las tierras más fértiles y de vocación agrícola es-

tán concentradas en pocas manos y muchas veces no 

son utilizadas para la producción agrícola (Universidad 

Javeriana, 2013, pág. 20). Los predios con más de 100 

hectáreas representan el 54% de la superficie del de-

partamento y el 33% de la tierra está en manos de 90 

propietarios con extensiones de más de 2000 hectá-

reas. El microfundio representa una superficie inferior 

al 1,5% de la totalidad de la tierra, y la superficie de 

los predios de menos de 100 hectáreas representan el 

42,48% de los predios en manos de 82.761 propietarios. 

Por su parte, los indígenas tienen el 21,75% del área 

rural del departamento, que equivale a 530.244.8 has, 

de las cuales el 35% no son aptas para la producción 

agrícola (Paz, 2001, pág. 2012). “Entre tanto, la pobla-

ción sin adscripción étnica, siendo a su vez una tercera 

parte de la población rural, tiene más de la mitad del 

área rural catastral. En este sector sin adscripción étnica 

es donde se encuentran ubicados los grandes propieta-

rios y las empresas de agroindustria” (Caballero, 2011).

En contraste, en el sur el desarrollo económico es 

mínimo, sustentado en el microfundio y en la ocupación 

de terrenos todavía no legalmente titulados. En algunas 

zonas del sur, como Argelia, se encuentran asentamien-

tos campesinos en zonas protegidas por la ley segunda.

Los conflictos por la concentración de la tierra han 

llevado a enfrentamientos violentos, como el recien-

temente ocurrido en Corinto, que se pueden escalar y 

multiplicar de no generar una política efectiva para su 

manejo. En este caso los indígenas iniciaron un proceso 

de recuperación de tierras que habían sido prometidas 

como reparación de la masacre del Naya por parte del 

Gobierno nacional. El origen fue la acción del Estado 

quien vendió estas tierras a empresas sembradoras de 

Palma (Verdad Abierta, 2015), incumpliendo el acuerdo 

con el que habían llegado con las comunidades, lo que 

desencadenó la acción indígena.

4.1.2. La sobreposición de visiones y la 
conflictividad intercomunitaria

Para los indígenas, la tierra posee un valor histórico 

y espiritual, sin ella no se puede desarrollar la vida y 

representa ancestralmente a la madre. Para las comu-

nidades afros, la tierra representa la posibilidad de con-

solidar un proyecto colectivo común a través de los te-

rritorios colectivos. Para las comunidades campesinas, 

el territorio es la posibilidad de contar con la seguridad 

y soberanía alimentaria desde sus parcelas y el ejercicio 

de los planes colectivos de las ZRC.

3	 Diálogo	regional	en	Argelia.

IV. Retos y recursos 
de la región para el 
postconflicto

En este segundo apartado se realizará una breve re-

flexión y discusión sobre los principales retos y recursos 

que se identificaron en la región para un futuro post-

conflicto en el Cauca, a partir del trabajo de campo. En 

esta ocasión no se pretende ser exhaustivo con todos 

los temas que salieron en las actividades realizadas por 

el proyecto, pero sí se quiere exponer los temas que 

ocuparon mayor reflexión, tiempo y relevancia para las 

comunidades. 

En total se identificaron siete temas: 1) los jóvenes 

como actores de cambio social, 2) los conflictos por la 

tierra y el reordenamiento territorial, 3) los retos de las 

economías asociadas a la conflictividad, como la mi-

nería y los cultivos de uso ilícito, 4) la acción colectiva 

como recurso para transformar el territorio, 5) los retos 

del Estado para enfrentar los de la transición, 6) las re-

servas que existen sobre el proceso de paz por parte 

de las comunidades, y 7) el gran activo cultural de la 

región como facilitador para la construcción de paz en 

el territorio.

4.1. El reordenamiento territorial y 
la definición de territorios étnico-
culturales

El Cauca es un territorio de convulsiones por la tie-

rra desde comienzos del siglo XX. Estas tensiones han 

estado siempre ligadas a la definición del territorio a 

través de la propiedad de la tierra, dinamizada por la 

evolución de la agroindustria del Valle del Cauca y el 

fortalecimiento del poder hacendatario en el Cauca. El 

modelo económico de inicios del siglo XX pretendía la 

captación de la fuerza laboral de la población indígena 

y negra. La naciente burguesía industrial incorporó a 

la población afro al trabajo en los cañaduzales de los 

ingenios azucareros y los hacendados terratenientes 

sometieron a los indígenas al sistema de terraje2.

Es la organización indígena quien marca inicialmen-

te un derrotero en contra del sistema de terraje, y que 

consecutiva y sistemáticamente consolida procesos de 

recuperación de tierras y derechos para su comunidad. 

Estos procesos motivaron buscar el reconocimiento de 

los afros también como cultura. Por su lado, las comu-

nidades campesinas, que no se reconocen como una 

etnia particular mas si como una cultura, consideran 

exigible que el Estado reconozca sus aportes al desa-

rrollo del país y los provea de lo necesario para generar 

recursos propios.

Un sector importante del campesinado, desde el 

2000, se ha venido organizando bajo la figura de las 

Zonas de Reserva Campesina (ZRC). Sin embargo, ha 

encontrado varios obstáculos: 1) las iniciativas del Go-

bierno de ampliar las grandes inversiones mineras y de 

agroindustria; 2) la fuerte oposición de gremios econó-

micos propietarios de ingenios cañeros y otro grupos 

económicos; 3) la estigmatización de las ZRC como 

“guaridas de la guerrilla”, desconociendo su legalidad 

y legitimidad; 4) la formulación del proyecto de ley 133 

de 2014 por medio del cual se crean las Zonas de Inte-

rés de Desarrollo Rural y Económico (Zidre) que intenta 

modificar la Ley 160 de 1994 en lo concerniente a la 

función social de los baldíos, y 5) la tensión con los res-

guardos indígenas por la posesión de tierras.

A continuación se desarrollan más extensamente 

2	 El	sistema	de	terraje	consistía	en	el	trabajo	gratuito	de	varios	días	de	la	semana	en	tierras	de	un	hacendado	a	cambio	de	su	permiso	para	trabajar	otras	dentro	de	la	
propiedad.	(De	Roux	&	Escobar,	2005)
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el Estado para ampliar el resguardo de Toribío como 

medida de reparación impuesta por la Corte Interame-

ricana de Derechos Humanos en 1999 cuando condenó 

al Gobierno por su alianza con paramilitares en la ma-

sacre del Nilo. El Gobierno entregó este predio al res-

guardo, desconociendo que en este territorio habitaba 

una comunidad afro que anhelaba, así mismo, ser pro-

pietaria del predio. “El hecho generó una confrontación 

con… los consejos comunitarios, quienes señalaron que 

el gobierno no podía darles estas tierras a los indígenas 

porque este era un territorio ancestral afro. El conflicto… 

produjo en 2011 la muerte de dos indígenas” (Verdad 

Abierta, 2014).

El caso llegó a la Contraloría General. Con la inter-

vención de esta institución y la constitución de mesas 

de diálogos inter-étnicas entre las comunidades, se lo-

gró acordar que los indígenas entregarían la finca San 

Rafael a los afros y que el Gobierno compraría 532 has 

en Barrancón, Buenos Aires, para los indígenas. El te-

rreno fue entregado al Cabildo de Toribío el 18 de di-

ciembre de 2013; no obstante, este territorio también 

fue reclamado por el consejo comunitario Cuenca del 

Río Cauca como territorio ancestral. En este caso se re-

solvió que sería entregada parte de estos terrenos en 

Buenos Aires y la tierra faltante sería comprada por el 

Gobierno en otra región del Putumayo o Caquetá. Fi-

nalmente, el 28 de febrero de 2014, los indígenas hicie-

ron una entrega oficial de la finca San Rafael, acordan-

do con los afro “un plazo para extraer la cosecha que 

ya estaba en producción y sacar los materiales de las 

viviendas construidas por los indígenas” (Verdad Abier-

ta, 2014).

El caso dejó como lección la importancia que tiene 

la resolución negociada de estos problemas en territo-

rios ampliamente diversos como el norte del Cauca, y 

la delicada tarea que tiene el Gobierno en su facilitación 

de las negociaciones, en la generación de opciones via-

bles y en la importancia del cumplimiento de los acuer-

dos. En este sentido, las conflictividades por la tenencia 

y uso de la tierra son un tema clave para el desarrollo de 

un postconflicto exitoso en la región. 

4.2. Los retos futuros con 
las economías asociadas a la 
conflictividad: la minería y los 
cultivos de uso ilícito

Ante la precariedad para resolver sus situaciones 

económicas, las poblaciones han recurrido a los culti-

vos de uso ilícito, así como a la minería no regulada en 

la que intervienen algunos pequeños grupos privados 

para amedrentar a la población y estructuras armadas 

ilegales. A continuación se hace un esbozo de estos dos 

problemas en clave de los retos y oportunidades que se 

presentan en el territorio.

4.2.1. La economía de la minería y sus 
impactos en el territorio

En los territorios caucanos los procesos de minería 

(ilegal o legal) se han intensificado en los últimos años. 

Los distintos grupos poblacionales presentes en el te-

rritorio manifiestan su posición en contra de la explo-

tación minera ilegal y la mega-minería casi de manera 

unánime; la ven como una amenaza al territorio, a la 

autonomía, al medio ambiente y a la vida misma. Sin 

embargo, existen pobladores que se han sumado a la 

explotación legal o ilegal, impulsados por la esperanza 

de una oportunidad laboral, lo que se sustenta en di-

versos intereses, legales e ilegales, en la gran riqueza 

mineral de la región.

Las distintas relaciones de las comunidades con el 

territorio generan tensiones que son más evidentes en 

zonas donde habitan comunidades diversas y coexis-

ten procesos organizativos. En el norte esta tensión 

es especialmente visible en Corinto, Miranda y Caloto 

donde cursan procesos de legitimización de ZRC. Hay 

también tensiones en lugares donde poblaciones afro 

solicitan la conformación de territorios colectivos, a pe-

sar de que habiten con otras comunidades, como es el 

caso de Santander de Quilichao.

Existen tres tipos de interpretaciones de los distin-

tos actores del territorio sobre los conflictos intercomu-

nitarios en el Cauca: los que consideran estos conflictos 

como inter-étnicos, los que los llaman territoriales, y los 

que los nombran como interculturales. “Hay diferen-

cias en las aspiraciones de lo productivo por diferen-

cias ideológicas y por diferencias en la concepción de 

la tierra”4.

En la primera interpretación, la conflictividad está 

sobre tensiones entre distintas etnias, lo que no está 

en discusión para el caso de las comunidades afro e 

indígenas, mas sí para los campesinos, quienes reitera-

tivamente han manifestado no considerarse una etnia. 

Los que los denominan como conflictos territoriales ba-

san su argumento en que los disensos entre comunida-

des están en función únicamente de los límites de sus 

territorios. Y, finalmente, quienes los llaman conflictos 

interculturales, argumentan que el origen de estos des-

acuerdos está enraizado en las diversas cosmovisiones 

que existen sobre el territorio entre los afros, indígenas 

y campesinos. En consecuencia, la discrepancia no se 

circunscribe a unos límites territoriales sino al conjunto 

de prácticas, costumbres y valores que los componen, 

siendo distintas sus maneras de concebir y habitar el 

territorio.

No se podría prescindir de ninguna interpretación, 

en tanto que las distintas conflictividades en los muni-

cipios tienen también distintas expresiones. Por lo que 

cualquier tramitación de conflictos se deberá concebir 

desde un enfoque contextualizado. 

En el estudio de la Javeriana (2013) se identificaron 

cinco conflictos intercomunitarios en las regiones fo-

calizadas: 1) El predio de Santa Marta en Caloto, entre 

indígenas y campesinos, 2) en Caldono el conflicto por 

la constitución del Resguardo Ovejas, que enfrenta a 

comunidades del pueblo Nasa y Misak, 3) en el corregi-

miento de San Juan, en el municipio de Bolívar, conflic-

tos entre indígenas yanaconas y campesinos, 4) el caso 

de la finca de San Rafael en el municipio de Santander 

de Quilichao que enfrentó a indígenas de Toribío y a 

consejos comunitarios de Mazamorreros, Brisas de Río 

y Cerro de Tetas, 5) y el conflicto en el municipio de 

Miranda entre el cabildo de la Cilia del pueblo Nasa y 

los campesinos.

Sobre esta conflictividad varias personas manifes-

taron que la dificultad de consensos se debe en par-

te a las diferencias culturales, pero también resaltaron 

las intenciones para solucionar las diferencias y tener 

un territorio en el que las distintas poblaciones vivan 

armónicamente. “Si nos sentamos juiciosamente los 

campesinos y los indígenas a dialogar y a llegar a unos 

acuerdos podemos convivir como hemos venido convi-

viendo durante muchos años en el territorio: sin proble-

mas. Las necesidades de los indígenas son las mismas 

que los campesinos sino que son por definiciones cultu-

rales de la gente, porque, por ejemplo, yo me denomino 

como campesino mestizo, pero en últimas mis ances-

tros son indígenas”5.

El caso de la finca San Rafael resulta muy emblemá-

tico en la manera errónea de afrontarlo por parte del 

Gobierno, y por la capacidad comunitaria para resol-

verlo. La finca, de propiedad privada, fue adquirida por 

4	 Diálogo	regional	en	Caloto.
5	 Entrevista	en	Caloto.



CAUCA
Capacidades locales para la paz

CAPACIDADES LOCALES PARA LA PAZ
Recursos y retos para el posconflicto en la región Cauca 2524

vida. El conflicto derivado por la minería implica enfren-

tamientos entre mafias, grupos ilegales, guerrilla y co-

munidades. Se conoció que se ha venido haciendo en 

los territorios focalizados la intervención por particula-

res que, a través de grupos armados privados y bandas 

criminales, con tolerancia de las guerrillas y la omisión 

de la fuerza pública, utilizan dragas, retroexcavadoras 

y tóxicos como mercurio y cianuro con profundas con-

secuencias para el ambiente. 

La minería ilegal en el departamento se ha concen-

trado entre 2010 y 2014 en la zona norte del Cauca en 

Santander de Quilichao, Suárez, Buenos Aires y Caloto, 

y en la zona sur en municipios del Patía, Bolívar y Al-

maguer. Los efectos sobre la minería son vistos como 

más dañinos que el mismo narcotráfico. “El tema de la 

minería ilegal es otra mafia, aún más peligrosa que la del 

narcotráfico… El daño que en estos últimos 40 años no 

le ha podido causar el narcotráfico a Colombia, se lo va 

causar la minería ilegal en los próximos 10 años. Aquí 

tumbaron centenares de tierra… para sembrar marihua-

na y coca, pero la minería ilegal está destruyendo… to-

neladas de tierra para poder extraer un gramo de oro”9.

En la región norte la actividad está siendo realizada 

por el minero pobre y artesanal, el que se enfrenta a los 

intereses de su propia comunidad. Muchos habitantes 

se involucran en la actividad de diversas maneras: en 

la extracción, en la prestación de servicios, en el alqui-

ler y venta de predios o en la conducción de las má-

quinas. En la región sur, la presencia de minas de oro 

también se convierte en punto de partida de un con-

flicto intercomunitario. Las multinacionales establecen 

sociedades con los campesinos dueños de los terrenos 

donde montan los entables, poniéndolos de su parte 

y, a la vez, en contra de sus coterráneos, quienes es-

tán al frente de los movimientos sociales en defensa 

del agua, el territorio y la vida. En suma, el problema 

de estas comunidades se fundamenta en la llegada de 

foráneos que aprovechándose de la vulnerabilidad eco-

nómica de las comunidades y los beneficios que tiene 

la minería para el incremento de ingresos, lleva a que las 

comunidades se dividan. “Esos son paisas y tienen gru-

pos armados, por ejemplo, en Santa Rita hay un grupo 

armado que defiende esa minería ilegal, hemos tenido 

varias complicaciones, nosotros por estrategia manda-

mos a controlar la zona… nos han llegado hasta ciertas 

zonas mostrando sus armas, y nosotros en clara desven-

taja… al menos con las FARC uno puede debatir y con 

el ejército también, pero ya con esta gente uno no sabe 

cómo es la cosa”10.

Esta problemática está siendo abordada con el Go-

bierno a través de la Mesa Interétnica e Intercultural. 

En abril de 2014 se realizó la audiencia pública sobre 

minería luego de quedar atrapados más de 15 mineros 

en El Palmar. La situación es tan crítica que muchos ha-

bitantes de la subregión piensan que no importarán los 

resultados de los diálogos con las FARC, pues “Nunca 

va a existir la paz con mega minería”11.

4.2.2. Cultivos de uso ilícito
A diferencia de la minería los cultivos de uso ilícito 

no son una novedad en la región. Los sembrados masi-

vos de marihuana, amapola y coca irrumpieron desde 

la década de los años 80. La bonanza de esta econo-

mía ha variado en la región. En 1984 se dio la primera 

bonanza cocalera, luego se inició el cultivo de amapola 

durante los 90 para declinar a mediados de la misma 

década y luego, a finales de los 90, regresan los cultivos 

de coca del Putumayo hacia el Pacífico y el macizo.

Los cultivos de hoja de coca no solo han tenido re-

laciones con la ilegalidad, pues varias comunidades in-

dígenas y campesinas las reconocen como un cultivo 

9	 Entrevista	en	Corinto.
10	 Entrevista	en	Santader	de	Quilichao.
11	 Diálogo	regional	Argelia.

La principal justificación que soporta su rechazo a 

la minería en la región, es el impacto negativo que este 

tiene sobre las cuencas de los ríos que son los abas-

tecedores de acueductos y, por tanto, las principales 

fuentes de agua de las comunidades. En los diálogos 

se conocieron varias referencias al tema aduciendo la 

importancia de la protección del agua: “La minería ile-

gal y a gran escala es depredadora del ambiente, espe-

cialmente de la flora y el agua”6 y “el agua de sus ríos y 

quebradas representa seguridad hídrica y soberanía ali-

mentaria”7.En otras palabras, la incursión de la minería 

es vista como una preocupación ambiental que supera 

cualquier beneficio económico de la minería. 

Hoy existe explotación minera en algunos munici-

pios del norte del Cauca. En aquellos que son fuente de 

amplios recursos mineros como el oro, esta economía 

se ha convertido en la principal fuente de ingreso de la 

población. Su uso predominante es justificado, primero, 

por ser la única fuente económica y, segundo, porque 

en algunos casos es una actividad tradicional de la cul-

tura afro. No obstante, no todas las comunidades afro 

defienden esta posición, por lo que las tensiones han 

generado riesgos contra la vida de varios pobladores. 

Estas tensiones sobre la minería ya han cobrado va-

rias vidas en la región sur y norte. Entre esos se pue-

de resaltar el asesinato de Adelina Gómez Gaviria en el 

municipio de Almaguer en septiembre de 2013 por su 

activismo contra la minería. 

En el caso de los indígenas, estos han hecho público 

su rotundo “No” en contra de cualquier posibilidad de 

explotación minera en sus territorios. En este caso las 

justificaciones superan los argumentos sociales, eco-

nómicos y ambientales. Las razones están ancladas en 

una tensión entre la concepción del uso del subsuelo 

por parte de los indígenas y el Estado. Mientras el Go-

bierno se considera como legítimo dueño del subsuelo, 

la creencia indígena lo considera sagrado, por ser mo-

rada de los ancestros y direccionador del futuro de las 

comunidades.

Las problemas de la minería se podrían diferenciar 

entre la mega-minería y lo que se ha denominado como 

minería ilegal. En el caso de la minería a gran escala 

las multinacionales han realizado 652 solicitudes que 

equivalen a 1.106.667 hectáreas del departamento. De 

acuerdo con Caballero (2011) “Aproximadamente las 

2/3 partes del área total del departamento están soli-

citadas en concesión para exploración”. A raíz de esto, 

las diferentes colectividades han hecho un pliego de 

peticiones desde la plataforma de la cumbre agraria ét-

nica y popular. En este espacio se le exige al Gobierno 

nacional una nueva política nacional minero-energéti-

ca con participación activa de las comunidades; que 

se detenga la concesión de títulos mineros hasta no se 

concerte con los territorios; y que se revisen los títulos 

mineros que han sido aprobados en territorios ances-

trales indígenas y afros sin consulta previa.

Una de las zonas más afectadas por la solicitud de 

títulos mineros es el macizo colombiano, conocido por 

la riqueza de sus fuentes hídricas. Entre los municipios 

focalizados están Mercaderes, Bolívar, Almaguer y Pa-

tía. “Aquí en Almaguer se pronunció la comunidad. Hay 

unos mandatos en contra de los procesos de minería, 

saca[mos] más de 3000 personas… en Popayán miran 

el macizo colombiano no como estrella fluvial sino como 

una mina”8. En el marco de los diálogos se conoció tam-

bién que en Argelia, Caldono y Santander de Quilichao 

existían solicitudes de títulos mineros. 

Si en el caso de la minería legal la preocupación prin-

cipal es el futuro del medio ambiente y la autonomía de 

las comunidades frente a estas grandes empresas; en 

el caso de la minería ilegal se le suma la preocupación 

de las comunidades por la protección a su derecho a la 

6	 Diálogo	regional	en	Almaguer.
7	 Entrevista	en	Bolívar.
8	 	Entrevista	en	Almaguer.	
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detenga la locomotora minera y que trabaje por la agri-

cultura sostenible y sustentable, para asegurar sobera-

nía y seguridad alimentaria”17.

4.3. La acción colectiva como 
recurso para la transformación de 
conflictos

Las comunidades campesinas, afros e indígenas 

cuentan con experiencias acumuladas en capacidad 

organizativa y movilización que, de ser tenido en cuen-

ta, puede ser un gran activo para la construcción de 

paz en la región. Esta capacidad organizativa tiene tres 

características fundamentales: la primera, una presen-

cia amplia en el territorio; la segunda, que son orga-

nizaciones con un alto nivel de impacto traducido en 

el tamaño de sus movilizaciones, y la tercera, que sus 

organizaciones han desarrollado espacios multi-actor 

de reflexión y decisión sobre los temas claves de la paz. 

A continuación se refiere, particularmente, a cada una 

de estas características de acuerdo con las regiones en 

que se trabajó. 

4.3.1. Zona norte
El referente más conocido sobre organización social 

en el norte del Cauca es el Consejo Regional Indígena 

del Cauca (CRIC) conformado en febrero de 1971 en To-

ribío. A partir de este proceso de lucha, los indígenas 

han exigido la defensa de sus territorios, la preserva-

ción de su cultura y la autonomía de gobierno. La orga-

nización plantea su Programa de Lucha centrado en la 

abolición del sistema de terraje, la defensa y ampliación 

de los resguardos, el fortalecimiento de los cabildos, 

el reconocimiento de la autonomía de las autoridades 

indígenas, la protección del idioma, la formación de 

profesores bilingües y la recuperación de la historia, los 

usos y costumbres propias. 

El CRIC asocia a las comunidades y sus autoridades 

indígenas constituidas por 115 cabildos, agrupados en 

11 asociaciones ubicados en 84 resguardos legalmen-

te constituidos. La presencia de esta organización se 

complementa con la experiencia de la Guardia Indígena 

que fue auspiciada por el CRIC. Este es un cuerpo de-

finido como “mecanismo humanitario y de resistencia 

civil” para la “vigilancia, control, alarma, protección y 

defensa” del territorio (CRIC). En 1994, con el propósito 

de fortalecer la integración del movimiento, se confor-

mó la Asociación de Cabildos Indígenas del Norte del 

Cauca (ACIN). 

Por otra parte, desde la promulgación de la Ley 70 

de 1993, los territorios afrodescendientes han venido 

generando procesos de reconocimiento y lucha por la 

titulación de derechos colectivos. En este caso, la Uni-

dad de Organizaciones Afrocaucanas (Uoafroc) agrupa 

alrededor de 50 organizaciones afros para el reconoci-

miento legal de los consejos comunitarios y su objetivo 

es “propender por el desarrollo integral de las comuni-

dades a partir del fortalecimiento étnico, cultural, am-

biental, económico y organizativo”18.

Uno de los procesos emblemáticos destacado por 

los afros del norte del Cauca es la constitución del mu-

nicipio de Villarrica mediante ordenanza 021 de 1998 de 

la Asamblea Departamental, un camino similar a este 

siguió el Corregimiento de Guachené, separándose del 

municipio de Caloto y constituyéndose como nueva 

entidad territorial. Estos procesos demarcaron nuevas 

17	 Diálogo	regional	en	Patía.
18	 Revisar	fuente.

tradicional desde años antes que fuera utilizada para 

el narcotráfico. Tanto así que en los diálogos las co-

munidades manifestaron que sueñan con un territorio 

donde se apliquen usos alternativos a la hoja de coca y 

la diversificación de cultivos. “En Lerma [se hacen] las 

galletas de coca, pasteles, todas las cuestiones”12, “se 

debe replantear la política de erradicación de la coca. La 

coca, por sí misma, no es mala, lo malo es el uso que se 

le da. Si la coca es empleada como materia prima para 

otros productos de uso medicinal, industrial o de belle-

za, seguramente esto servirá para alcanzar los sueños 

en el postconflicto”13. “El grupo sueña con un territorio 

con usos alternativos de la coca y diversificación de cul-

tivos”14.

Según un reciente informe sobre los cultivos de coca 

en Colombia, en el departamento del Cauca muestran 

una baja en el 2013 de un 23% con respecto del año an-

terior, con 3.326 hectáreas sembradas (Unodc, 2014). 

Estas bajas pueden ser explicadas por dos razones. La 

primera, según el trabajo de campo, se relaciona con el 

incremento del precio del oro, lo que hace que los re-

cursos que se pueden adquirir por la minería ilegal sean 

mejores que los percibidos por cultivos de coca. 

La segunda razón está asociada al enorme subre-

gistro que tienen las cifras nacionales sobre los cultivos 

de uso ilícito. En el trabajo de campo se logró identifi-

car que en la zona norte existen amplias zonas, espe-

cialmente en alta montaña y piedemonte, de territorios 

indígenas y campesinos con cultivos de coca y mari-

huana que en las estadísticas no aparecen, y parecieran 

municipios libre de estos cultivos. Los de coca tienen 

fuerte presencia en municipios como Balboa, Argelia, 

Bolívar y Almaguer. “En el resguardo de Huellas [Ca-

loto] la coca es complicad[a]. Hice un diagnóstico con 

Umata. A vuelo de pájaro (hay) unas 300 a 400 has, 

entre Huellas y zona campesina. No es que no la quieran 

contar sino que no la ven”15.

En la zona norte, en municipios como Miranda, Ca-

loto, Corinto y Toribío, el cultivo de la coca se ha venido 

reduciendo ya que la población empezó a priorizar el 

de marihuana a partir del 2009. Según declaraciones 

de la Policía del Cauca, en los municipios de Corinto, 

Caloto y Toribío se concentran entre 85 a 100 hectáreas 

de marihuana (Agenda Propia, 2014). Según se pudo 

conocer, a Toribío llegó un grupo de gente foránea que 

ofrecía 3 millones de pesos a quien sembrara marihua-

na en su tierra, obteniendo una cosecha en tres meses 

y una ganancia de nueve millones más de pesos por la 

venta del producido. 

En efecto, los habitantes y funcionarios de estos 

municipios coinciden en afirmar que los cultivos de uso 

ilícito se han convertido en la única fuente de susten-

to para muchos campesinos. El problema yace en que 

esta alternativa económica, viable en territorios margi-

nales, está articulada con el narcotráfico y, por consi-

guiente, a la violencia y corrupción en los territorios. “La 

dependencia de la gente con el cultivo es total, incluso 

la misma guerrilla le dice a la gente que la coca se tiene 

que acabar…. la gente dice que si se acaba la coca la 

gente se muere”16.

A pesar de esto, otras comunidades manifestaron 

expresamente su intención de participar en una trans-

formación económica basada en el agroecoturismo 

para asegurar soberanía y seguridad alimentaria, don-

de el cultivo de uso ilícito deje de ser la principal fuente 

de ingreso de las familias campesinas. Algunos sueños 

expresados decían: “Una población con una economía 

basada en el agroecoturismo y la minería amigable, que 

12	 Entrevista	en	Bolívar.
13	 Diálogo	regional	en	Mercaderes.
14	 Diálogo	regional	en	Patía.
15	 Diálogo	regional	Caloto	y	Santander	de	Quilichao.
16	 Entrevista	en	Corinto.
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indígenas y afros (Verdad Abierta, 214). No obstante, a 

pesar de que el impacto y su capacidad de presión no 

son tan reconocidos, el proceso de paz de La Habana 

le ha venido dando un importante espacio en el debate 

nacional a raíz de las discusiones sobre la constitución 

de las ZRC. 

4.3.2. Zona sur
En los municipios de la zona sur que forman parte 

del Macizo Colombiano y del Valle del Patía, son so-

bresalientes las organizaciones campesinas, seguidas 

por los grupos afros y, finalmente, los indígenas, que 

si bien tienen presencia, su impacto no es comparable 

al de la zona norte. Los sucesos de movilización son 

destacados desde la década de los años 80. “Las luchas 

sociales del macizo Colombiano iniciadas entre 1983 y 

1985 fueron el renacer del macizo Colombiano… con 

estas luchas se rompió el imaginario que había de esta 

región”20. Estas movilizaciones dieron origen a organi-

zaciones del sector social como el Comité de Integra-

ción del Macizo Colombiano (Cima). Inclusive es la or-

ganización con más trayectoria e impacto en la región 

que se constituyó en 1991 en función de la defensa de 

los derechos del campesinado y los problemas sociales, 

económicos, culturales y agroambientales. 

Otras organizaciones, más recientes, pero que han 

tenido una fuerte incidencia en la discusión pública so-

bre los derechos campesinos son: Cooperativa del Sur 

del Cauca (Cosurca)21, que agrupa a diferentes aso-

ciaciones productivas en los municipios, como la aso-

ciación de productores de Almaguer, la asociación de 

productores de alimentos de la cordillera, la asociación 

de productores agroecológicos de Balboa, entre otros. 

En lo local también se encuentran organizaciones como 

Agropatía y Ascanta que abogan por la constitución de 

las ZRC en Argelia. “Hemos conformado cuatro zonas 

de reserva campesina en Colombia y se está trabajando 

para que la próxima sea en Argelia para cuidar nues-

tro territorio. No dejar que las multinacionales entren a 

nuestro municipio a explotar las minas, a talar nuestros 

bosques, y nos dejen sin agua y sin territorio donde vivir 

y cultivar”22.

En el caso del grupo afro-descendiente no hay has-

ta el momento legalmente constituido ningún consejo 

comunitario en la zona sur, pero sí existe el auto-reco-

nocimiento de estos territorios por las comunidades. 

En este caso los distintos consejos comunitarios se han 

organizado en torno de Corpoafro, con presencia en 

Mercaderes, Patía y Bolívar. En lo que tiene que ver con 

los indígenas están los Yanaconas en los municipios de 

Almaguer y Bolívar. 

Hay que resaltar que en el desarrollo organizacional 

de base, las JAC han jugado un papel muy importan-

te. Estos espacios se pueden considerar escenarios de 

participación local, que han impulsado las organizacio-

nes de las comunidades, especialmente las campesinas. 

Muchos de los líderes reconocidos de la región, entre-

vistados y participantes en los diálogos, pertenecen a 

las juntas de acción comunal de los municipios de la 

zona sur. 

Un aspecto para destacar en estas organizaciones 

es su resistencia a los grupos al margen de la ley: “Las 

comunidades se han comenzado a organizar, a reunir-

se, a crear algunos estatutos y les han colocado freno 

a los actores armados. Es así como de cada reunión, las 

veredas se comenzaron a fortalecer con las JAC, cada 

corregimiento tiene [una] y en toda la cordillera hay una 

junta que los representa a todos..., es que las mismas 

comunidades se han despertado y han dicho que la paz 

puede comenzar por nosotros mismos… entonces, yo 

creo que eso le ha puesto unos límites a los grupos ar-

20	 Entrevista	en	Bolívar.
21	 	Ver	página	oficial	en:	http://www.cosurca.org/
22	 Diálogo	regional	Argelia.

relaciones y caminos políticos en el norte del Cauca, 

afianzando el autoreconocimiento de las comunidades 

afro.

De acuerdo con la Asociación de Consejos Comuni-

tarios del Norte del Cauca (Aconc), de los 39 consejos 

constituidos en esta zona 13 se encuentran en los muni-

cipios focalizados: Miranda (2), Santander de Quilichao 

(4), Corinto (2) y Caloto (5). Sin embargo, en estos 

municipios ningún consejo comunitario tiene derecho 

colectivo de la tierra debido a que la Ley 70 solo les 

permite este derecho a los consejos que están localiza-

dos en las cuencas del Pacífico. Por lo que los consejos 

que se ubican en el valle inter-andino han realizado su 

movilización en busca de este derecho. 

Por otro lado, las organizaciones campesinas tam-

bién cuentan con procesos organizativos y de moviliza-

ción, y en el marco de algunos de ellos abogan por el 

reconocimiento de ZRC. Estos procesos se evidencian 

con la existencia de la Asociación de Trabajadores de la 

Zona de Reserva Campesina de Caloto (Astrazonacal), 

la Asociación Proconstitución Zona de Reserva Cam-

pesina de Corinto (Asprozoc) y las distintas juntas de 

acción comunal donde confluye la comunidad campe-

sina, pero que no toda aboga por los ZRC. Así mismo, 

en el marco de procesos de mayor envergadura, estas 

organizaciones campesinas se aglutinan en dos proce-

sos con alcance nacional: la Federación Sindical Unita-

ria Agropecuaria (Fensuagro) y del Proceso de Unidad 

Popular del Suroccidente Colombiano (Pupsosc).

El impacto de la acción colectiva de cada una de es-

tas organizaciones ha variado según el sector poblacio-

nal. Los indígenas, desde la década de los años 70, han 

sido protagonistas de varias movilizaciones como la 

gran marcha regional indígena y popular en defensa de 

la vida en el 2001. A esta movilización también se unie-

ron organizaciones campesinas, la Uoafroc, la goberna-

ción del Cauca, asociaciones comunales, estudiantiles y 

de mujeres, movilizando en total 40 mil personas desde 

Santander de Quilichao hasta Cali por la exigencia del 

respeto a la vida. En lo local los indígenas han creado 

espacios para la formación de nuevos liderazgos que 

cuentan con reconocimiento regional. “Desde el 2012, 

se inició el Programa Casa Para Revivir el Pensamiento, 

que es una Escuela Comunitaria de Liderazgo [que] fun-

ciona en la sede del Cecidic que es el Centro Educativo 

de Integración Comunitario y Desarrollo, formación e In-

vestigación de Toribio… aquí se forman líderes que serán 

los responsables de la implementación y veeduría del 

Plan de Vida del Proyecto Nasa que es a su vez el Plan 

de Desarrollo del municipio”19.

La movilización indígena reconoce su más alto logro 

cuando en el 2014 los indígenas lograron que el Gobier-

no firmara lo que ellos llaman el “Decreto Autonómico” 

o el Decreto 1353 de 2014 en el que se establece un ré-

gimen especial para que se puedan transferir recursos 

directamente a las entidades indígenas en los temas del 

Sistema General de Participaciones (Liévano, 2014).

El impacto de la movilización afro-descendiente y 

campesina es menor en comparación con los indíge-

nas. Algunos afros aseveran que es porque “La lucha 

por el territorio no es tan marcada como la [de la] po-

blación indígena… ha sido más de resistencia y casi en 

silencio” (Verdad Abierta, 2014). En el caso de la finca 

San Rafael, en medio de las tensiones con los indígenas, 

los afros “tomaron de forma pacífica las instalaciones 

del Incoder… la cual es considerada como la primera vía 

de hecho [de] las comunidades negras” (Verdad Abier-

ta, 2014).

En el caso campesino se asevera que la poca inci-

dencia o logro de sus exigencias se da por las desven-

tajas políticas y jurídicas que poseen en comparación 

con los beneficios que la Constitución les provee a los 

19	 Entrevista	en	Toribío.
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tado ha caído en tres aspectos problemáticos que no le 

permiten gestionar los problemas sociales: a) la incapa-

cidad del Gobierno para la obtención de recursos y la 

solución de las necesidades básicas, b) la ineficiencia en 

la gestión de la política para la planeación, implemen-

tación y evaluación de proyectos, y c) la ilegitimidad 

especialmente en la fuerza pública y el nivel central.

4.4.1. Las dificultades para la obtención de 
recursos y solución de las necesidades

Con la Constitución de 1991 se reconoció a los muni-

cipios como ejecutores principales de la política social 

y, por tanto, responsables directos del bienestar de las 

comunidades. Para el cumplimiento de este fin, se in-

crementó el traspaso de recursos desde el nivel central 

a los departamentos y, en menor medida, a los munici-

pios. Todo el proceso formaba parte de la política de 

descentralización administrativa, política y fiscal, con la 

que se buscaba pasar de un Estado centralizado a otro 

donde las regiones tuvieran una mayor autonomía y ca-

pacidad para gestionar sus problemas.

En consecuencia, la descentralización esperaba que 

la gestión de los gobiernos regionales y locales tuviera 

un impacto mucho mayor en las condiciones de vida de 

la población, esto a través de políticas de acceso a la 

educación básica y media, a los servicios de salud y a 

mejores servicios de acueducto y alcantarillado. El gran 

olvidado de este proceso fue el sector económico, pues 

los recursos asignados para este fueron muy limitados, 

especialmente en aquellos territorios rurales donde la 

economía gira en torno de la producción agrícola y pe-

cuaria.

Una aproximación general al impacto de la descen-

tralización en los territorios caucanos no arroja un buen 

resultado. Después de más de dos décadas, lo que se 

puede constatar es que hay una gran cantidad de des-

centralización en competencias a los municipios, pero la 

descentralización fiscal no corresponde con las compe-

tencias mismas que se les asignan con cada nueva ley. 

Los municipios en la zona rural poseen un NBI su-

perior al 47%, es decir, que la mitad de los pobladores 

rurales tienen problemas de vivienda, salud y educa-

ción. Entre estos hay críticos como los de la región sur 

(excepto el Patía) y Caldono, Corinto y Jambaló que su 

NBI supera el 70%.

TABLA /05
Porcentaje de Necesidades Básicas 
Insatisfechas (NBI) para 2012.

MUNICIPIO CABECERA RESTO TOTAL 

ALMAGUER 50,82 92,12 88,54

ARGELIA 100,00 100,00 100,00

BALBOA 40,12 69,97 62,13

BOLÍVAR 22,75 72,78 67,00

CALDONO 27,49 71,82 69,87

CALOTO 13,95 57,95 48,94

CORINTO 21,23 82,30 53,58

JAMBALÓ 23,15 76,36 72,95

MERCADERES 37,65 79,96 69,05

MIRANDA 51,22 47,98 50,28

mados y de alguna u otra forma es un ejercicio de paz 

interesante”23.

Las luchas del macizo son recordadas por las gran-

des movilizaciones sociales que buscaron no solo rei-

vindicar los derechos de las comunidades, sino avanzar 

en la consolidación de la identidad de los habitantes 

de esta región, proyectando al país una imagen distinta 

del macizo. El Cima se ha movilizado por las exigencias 

de mejores condiciones sociales y el respeto de los de-

rechos campesinos. Ha utilizado el bloqueo de la vía 

Panamericana como una acción de hecho recurrente, 

sobre todo en las zonas de Balboa y Patía para generar 

movilizaciones con exigencias para los actores arma-

dos y el Estado. “Nos unimos las veredas para ponernos 

de acuerdo frente a que los paras estaban [en] el territo-

rio. Fuimos a dialogar con el Alcalde para pedir ayuda… 

De un momento a otro, ‘ellos’ se fueron y se respiró paz 

en la región”24.

4.3.3. Los espacios de interlocución multi-
actor

Los procesos organizativos no se han desarrollado 

desarticuladamente. Los indígenas, campesinos y afros 

comúnmente coinciden en sus exigencias al Estado 

frente al cumplimiento de derechos sociales y econó-

micos. Hoy se conoce de varios de esos espacios en los 

que los distintos sectores poblacionales han confluido 

para la concertación de territorios interculturales e inte-

rétnicos, así como para delinear posiciones con respec-

to de los temas de la paz en la región. 

En este sentido, en el 2012, con auspicio del Instituto 

Nacional Colombiano de Desarrollo Rural (Incoder) y la 

Universidad Javeriana de Cali, se creó la mesa interét-

nica e intercultural que tiene como objetivo resolver los 

conflictos territoriales entre los afros, indígenas y cam-

pesinos en la zona norte del Cauca. Por otro lado, se 

creó en 2009 el Espacio Regional de Paz (Erpaz), como 

organización que incluye a 17 organizaciones subregio-

nales del Cauca, con la intención de establecer accio-

nes conjuntas por la paz. Este espacio pretende forta-

lecer la Red de Iniciativas y Comunidades de Paz desde 

la Base que es “un espacio para el fortalecimiento de 

las comunidades y procesos a través del intercambio de 

sus experiencias, solidaridad en la defensa de sus dere-

chos y sus territorios y eficacia en la incidencia política… 

[para] aportar a la construcción de una cultura y pro-

puesta de paz”25.

Adicionalmente, los actores también reconocen los 

siguientes espacios como lugares de encuentro y dis-

cusión importante para decidir sobre temas que serán 

importantes en el postconflicto: consejo regional de 

paz, consejos municipales de paz, mesa de interlocu-

ción agraria, consejos municipales y departamental de 

desarrollo rural, mesa departamental de minería, mesas 

territoriales de campesinos, indígenas y afros, diálogos 

caucanos por la paz y agenda de paz de los pueblos 

indígenas. Todos estos confieren y dan cuenta del nivel 

de presencia, impacto y trabajo inter-actor que tienen 

las organizaciones sociales en el Cauca, y su alto nivel 

de involucramiento en la definición de acciones priori-

tarias para el postconflicto en la región. 

4.4. Los retos de la transformación 
del Estado en la región

Las regiones norte y sur, especialmente esta última, 

son históricamente objeto del abandono estatal. En las 

entrevistas y diálogos con actores locales se ratificó la 

insatisfacción de necesidades básicas, que evidencian 

la débil capacidad estatal y en parte sustentan la baja 

credibilidad que tiene el Estado, sobre todo del nivel 

central en la región. Pareciera que durante años el Es-

23	 Entrevista	en	Patía.
24	 Entrevista	en	Patía.
25	 	Ver:	www.pazdesdelabase.org
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tos 4, 5, 6, respectivamente, dentro de los 42 del Cauca. 

Los del desempeño fiscal más bajo son Mercaderes y 

Balboa que se encuentran entre los 10 con peor desem-

peño fiscal del departamento.

De estos 13 casi todos son dependientes de las 

transferencias de la nación en niveles superiores al 70%. 

Son excepcionales Caloto y Santander de Quilichao, 

que tienen una capacidad de generación de recursos 

propios mayor al 50% en razón a las fábricas instala-

das en estos territorios. Esta dinámica obedece, prin-

cipalmente, a la presencia de grandes empresas en los 

municipios mencionados, lo que hace que el principal 

impuesto sea el de industria y comercio. 

 Lo contrario ocurre con los demás municipios, es-

pecialmente Mercaderes, Balboa, Jambaló y Argelia, en 

el que sus ingresos propios no superan el 20%. En estos 

territorios la economía es de subsistencia y la tributa-

ción mínima: “Vivimos en un municipio de 6ta. catego-

ría… [con] abandono del gobierno, el agro abandonado, 

vías sin acceso, no hay empleos, [ni] empresas”28. Adi-

cionalmente se debe considerar que su principal fuente 

de ingresos es el impuesto predial, pero en la mayoría 

de los municipios este es inferior a su real potencial de 

recaudo, ya sea por bajos avalúos catastrales o por la 

débil capacidad de recaudo.

4.4.2. Ineficiencia en la planeación, 
implementación y evaluación de la política 
pública

En el componente de análisis de capacidades ins-

titucionales se hizo una profunda revisión en materia 

del diseño y aplicación de los distintos instrumentos de 

planeación que tienen los entes territoriales municipa-

les y departamentales, y la relación de estos con las 

políticas nacionales. Generalmente, se logró concluir 

que existen grandes problemas en la elaboración de los 

diagnósticos de los distintos planes por falta de capaci-

dad profesional, así como un débil y erróneo acompa-

ñamiento del Gobierno nacional y departamental en la 

elaboración de los mismos. 

Por ejemplo, el análisis dio cuenta de que existen 

debilidades en la elaboración, ejecución y seguimiento 

de los planes de desarrollo municipal (PDM). En la ma-

yoría de los municipios, los PDM se hacen por cumplir 

la norma, pero no se constituyen en herramientas ge-

renciales. Las acciones diarias son más producto de la 

improvisación que de la ejecución del PDM. 

Así, no se ha logrado superar el sentido legal-ins-

trumental de la planeación para darle paso a una pla-

neación más participativa y práctica. La percepción 

de las comunidades es que hay improvisación, poca 

integralidad en las políticas y corrupción. “Hay mucho 

aislamiento del pueblo de la institucionalidad… hay una 

desconfianza de la población civil, nadie quiere saber 

de la Alcaldía porque tienen la idea que en la Alcaldía 

roban, hacen lo que les da la gana”29.

Entre los instrumentos revisados de planificación 

y gestión, los planes integrales de seguridad y convi-

vencia ciudadana (Piscc) de la región norte tienen un 

mayor desarrollo técnico y operativo, especialmente 

en lo relacionado con los planes de Atención y Repa-

ración de las víctimas (PAT). En contraste, de manera 

generalizada los municipios en el sur no tienen perso-

nal, ni procesos sociales organizados que acompañen 

a la administración en la gestión de la seguridad y la 

convivencia.

Los análisis que se hacen en los comités de seguri-

dad y convivencia y en los consejos de orden público 

muestran que muchos de estos se citan por temas de 

coyuntura, sobre todo, para afrontar los retos inmedia-

tos de seguridad relacionados con temas como la mi-

28	 Entrevista	en	Patía.
29	 Entrevista	Caloto.

PATÍA 27,53 43,18 34,39

SANT. DE 
QUILICHAO

14,01 53,54 33,60

TORIBÍO 32,86 63,69 61,81

Fuente: DANE.

Si bien estas cifras son dicientes de la situación, 

resultan más aclaradoras algunas de las afirmaciones 

hechas por los participantes de los diálogos. Varios 

hacían referencia al acceso a saneamiento básico: “En 

las zonas rurales no existen acueductos, el agua llega a 

muchos hogares a través de mangueras… solo las cabe-

ceras municipales cuentan con est[o]”26. En otros ca-

sos, en la zona indígena se resaltaban las dificultades 

económicas para la obtención de ingresos: “Es un tema 

que se le[s] salió de las manos a las autoridades indíge-

nas, el tema de pobreza es muy grande, el NBI es muy 

alto, con el café se espera un año... si se logra sacar una 

buena cosecha… (no) tienen cómo sacarla, ni canales de 

comercialización… no hay preocupación de la adminis-

tración municipal”27.

Esta situación de pobreza que muestran los datos 

y validan las comunidades, parece estar soportado, en 

parte, a una estructura financiera débil. Estos munici-

pios son dependientes de las transferencias de los re-

cursos que hace la nación y no cuentan con capacidad 

de generación de ingresos propios. Esto explica, de al-

guna manera, las limitantes que tiene el estado local 

para superar estas condiciones. 

Una mirada general al indicador de desempeño fis-

cal (IDF) elaborado por el Departamento Nacional de 

Planeación (DNP) para evaluar la gestión de recursos 

de las entidades territoriales permite entender, en me-

jor medida, la dinámica de los resultados en materia de 

ejecución de recursos públicos.

TABLA /06 
Índice de Desempeño Fiscal –IDF– de 2012.

MUNICIPIO IDF 2012 POSICIÓN 
DEPTO.

POSICIÓN 
NACIÓN

SANT. DE 
QUILICHAO

73,8 4 179

CALOTO 73,6 5 185

MIRANDA 73,1 6 202

TORIBÍO 68,4 11 382

PATÍA 66,7 13 478

ARGELIA 66,5 14 489

CORINTO 65,8 17 539

ALMAGUER 64,4 21 628

BOLÍVAR 64,0 22 660

CALDONO 61,0 29 844

JAMBALÓ 60,4 30 882

BALBOA 59,6 31 910

MERCADERES 59,4 32 925

Fuente: Elaboración propia con cifras DNP.

Los municipios del Cauca con mejor desempeño 

fiscal, de acuerdo con la Tabla 6, fueron Santander de 

Quilichao, Caloto y Miranda, que se ubican en los pues-

26	 Diálogo	regional	en	Argelia.
27	 Diálogo	regional	en	Santander	de	Quilichao.
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titucional, tener un mayor compromiso con los proble-

mas sociales de la comunidad, capacidad de escucha y 

concertación, realizar planes de desarrollo y presupues-

to participativos. Los departamentales deben hacer una 

comunicación más directa a las comunidades en lo local 

sobre sus responsabilidades”31.

Pero tal vez, la mayor crisis de legitimidad la sufre 

la fuerza pública y el Gobierno nacional. En el caso de 

la fuerza pública, la falta de legitimidad y credibilidad 

se debe a los históricos atropellos a las comunidades, 

los casos de irrespeto por el DIH, y la estigmatización 

hacia las poblaciones: “Tenemos atropellos de parte de 

las fuerzas armadas, violando derechos como la vida… 

acusando a los campesinos de terroristas”32. 

Adicionalmente, las comunidades resaltaron que la 

fuerza pública es cómplice de la ilegalidad permitiendo 

el tráfico de estupefacientes y la entrada de retroex-

cavadoras para la explotación minera ilegal. “Hay co-

rrupción a su interior. En algunos corregimientos hacen 

presencia solamente para perseguir los cultivos ilícitos 

(si es que lo hacen)”33. Un hecho que continuamente dio 

cuenta de ese nivel de ilegitimidad fue la contundente 

exigencia de las comunidades de no invitar a los diálo-

gos a militares y policías por los riesgos que trae el que 

la comunidad esté trabajando con ellos: “en municipios 

como estos tan estigmatizados, si a usted lo ven al lado 

de un policía, usted ya es parte de la red de informan-

tes”34.

A la anterior condición se suman los altos niveles de 

control social y territorial de las guerrillas que les han 

permitido el establecimiento de normas, muchas de 

ellas legítimas entre la población y efectivas. La pobla-

ción elige esta protección dentro de su racionalidad, de 

hecho, la población en estas zonas ve como problemá-

tico e incierto el futuro sin guerrillas en sus territorios”. 

¿Qué va a pasar cuando ellos se desmovilicen?, son los 

que nos prestan la seguridad y en gran parte son los 

que ayudan a organizar… por ejemplo, una va a la tien-

da… nadie sale, uno grita y nadie sale, al rato gritan: ‘es-

pere, me estoy bañando’ y esto se debe a la conciencia 

que estos grupos armados han generado. Vaya hacer 

esto en Cali [y] Popayán donde existen miles de poli-

cías y soldados supuestamente prestando seguridad… 

las tiendas son con rejas, los celulares amarrados con 

cadenas”35.

Cabe señalar que algunos gobiernos locales han 

intentado solventar estos aspectos, con acciones que 

buscan recuperar la confianza del ciudadano. Al res-

pecto, se conocen algunas iniciativas y espacios lide-

rados por la institucionalidad local que deben ser reco-

nocidas y fortalecidas desde los niveles superiores del 

Estado. Entre ellas se destacan: el grupo de alcaldes lla-

mado G7 que reúne a los municipios de Bolívar, Sucre, 

Patía, Florencia, Mercaderes, Balboa y Argelia; la Red 

de Alcaldes por la Paz; la Asociación de Municipios del 

Norte del Cauca, Amunorca, y la Mesa Departamental 

de Paz que hoy convocan a otros actores para afrontar 

procesos conjuntos.

4.5. Los jóvenes como actores de 
cambio social en el Cauca

En el departamento del Cauca, según cifras del 

DANE, 375.289 personas se encuentran entre los 14 

y 26 años, es decir, el 27,2% de la población es joven. 

Estos datos permiten observar que el número de es-

tas personas tienen un peso significativo en el total de 

la población caucana como sucede en el país donde 

la población joven representa el 23%. Esta misma ten-

31	 Entrevista	en	Santander	de	Quilichao.
32	 Entrevista	en	Argelia.
33	 Entrevista	en	Bolívar.
34	 Entrevista	en	Caloto.
35	 Diálogo	regional	en	Argelia.

nería ilegal, el control del orden público y la delincuen-

cia común organizada. 

Sobre este tema la responsabilidad parece no ser 

únicamente de los territorios, sino del mismo Gobierno 

central y departamental. En el proceso de análisis se 

encontró que en el desarrollo de la ley se les despliegan 

diversas competencias a los municipios sin suficientes 

recursos. Esto, completado con un acompañamiento 

débil y esporádico, en el que funcionarios del nivel cen-

tral asumen que los problemas son netamente técnicos 

en el desarrollo de la planeación de la política pública, 

muchas veces negando que los problemas de la inefi-

ciencia en la política local están mediados por los inte-

reses políticos y las relaciones de poder entre las élites 

locales. Por tanto, los problemas de la ineficiencia tie-

nen que ser asumidos de una manera distinta, en el que 

la relación nación - territorio se caracterice por tener 

municipios con más recursos para las nuevas compe-

tencias asignadas y una política local no mediada por 

incapacidades técnicas y la politiquería que extrae los 

recursos públicos para los intereses particulares. Todo 

esto acompañado de aportes técnicos y financieros ro-

bustos desde los niveles nacional y gubernamental. 

Aunque el panorama es poco satisfactorio con res-

pecto de este tema, no se puede obviar que existen 

muy buenas experiencias de planeación participativa, 

especialmente en los territorios indígenas. El pueblo 

NASA, con sus planes de vida a largo plazo, es un ejem-

plo de planeación comunitaria integral para el desarro-

llo sostenible. La institucionalidad local a través de la 

asamblea comunitaria, el cabildo, el capitán (consejero 

de la autoridad), los líderes y ex cabildantes han logra-

do un manejo adecuado del proceso de planeación por 

medio de asambleas locales donde las comunidades 

participan activamente y definen sus objetivos con el 

territorio, sin obviar uno que otro problema técnico. 

Este proceso ha dado como resultado un empodera-

miento y cohesión social de los indígenas que los cons-

tituyen en actores con relevancia nacional sobre estos 

temas (Predec, 2009, pág. 31). Por otro lado, está la 

experiencia de los municipios del norte, en la definición 

de un plan de desarrollo regional. En este caso se está 

realizando un proceso de planeación participativa con 

municipios de la región que, aunque juicioso, muestra 

que muchos de sus problemas superan los límites lo-

cales y necesitan ser abordados con una perspectiva 

regional y nacional30. 

4.4.3. La ilegitimidad derivada de la 
incapacidad e ineficiencia

Pareciera que la incapacidad del estado local, ba-

sada en la falta de recursos, el incumplimiento para 

solucionar las necesidades básicas y la ineficiencia en 

la planeación y los proyectos que se propone, tienen 

como consecuencia la baja ilegitimidad del Estado en 

la región. Un alto porcentaje de los habitantes de los 

municipios de ejecución del proyecto sienten que sus 

intereses no son representados. Aunque son conscien-

tes de que históricamente han elegido a sus gobernan-

tes, reconocen que estos no han dado respuesta a sus 

expectativas. Adicionalmente, las comunidades se han 

dado cuenta de que su influencia en la toma de decisio-

nes en la esfera pública es restringida, y solo son escu-

chados por el Gobierno nacional si recurren a grandes 

movilizaciones sociales.

En este sentido los actores locales consideran que 

los funcionarios públicos, representantes de la institu-

cionalidad en los territorios, deben: “tener sentido de 

pertenencia y realizar una socialización de la oferta ins-

30	 Ver	Contrato	Plan	Norte	del	Cauca:	https://www.dnp.gov.co/Contratos-Plan/Paginas/Contrato-Plan-Norte-del-Cauca.aspx
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en lugar de inclinarse por la ciudad, se aventuran hacia 

zonas de producción de coca o minería ilegal asumien-

do roles distintos en las cadenas de producción: “Se pre-

senta pérdida de sentido de pertenencia, especialmente 

por los jóvenes que no ven en su territorio oportunidades 

de vida digna, frente a eso solo encuentran dos opcio-

nes, migrar hacia las ciudades en busca de oportunida-

des o se dedican al cultivo de coca o minería ilegal”39.

Adicionalmente, los jóvenes al no encontrar oportu-

nidades en sus entornos cercanos, también han optado 

por el ingreso a grupos armados como combatientes. 

En este caso el reclutamiento a niños, niñas y jóvenes en 

la región norte, especialmente en las zonas indígenas se 

incrementó de manera significativa durante el 2014. Por 

tal motivo, los grupos armados han desarrollado estra-

tegias persuasivas que generan altas expectativas sobre 

mayores niveles de seguridad, acceso a dinero, poder y 

a una vida con un estándar más alto40.

Un segmento restante que no opta por la migración 

o por la ilegalidad, se queda en el territorio resignado a 

vivir en medio de condiciones precarias, en las que su 

participación como actor social, su desarrollo académi-

co, artístico, deportivo y político se ven limitados. Esto 

ha generado que se pierda el sentido de pertenencia 

por el territorio.

De forma generalizada, en los municipios focalizados, 

los actores sociales manifestaron una alta preocupación 

por el futuro de esta población. De las conversaciones y 

diálogos con las comunidades, los jóvenes fueron seña-

lados como la población más vulnerable a la ilegalidad, 

y no se descartó que exista un alto riesgo de que en un 

escenario de postconflicto emerjan nuevas formas de 

criminalidad que vinculen a jóvenes excluidos.

Sin embargo, y a pesar de las grandes limitantes, se 

identificaron en el ejercicio de los diálogos regionales 

experiencias de paz impulsadas por grupos juveniles 

o que atienden a esta población. En la experiencia del 

corregimiento de Lerma (Bolívar)41 los jóvenes univer-

sitarios contribuyeron a mejorar la calidad educativa 

a través de la formación de grupos de teatro, danza 

y música con los que representaban los hechos que 

enlutaron al pueblo en la década de los años 80 pro-

yectando los sueños de la comunidad. Este mensaje es 

reconocido como el punto de partida para la transfor-

mación social de Lerma a través de la disminución de 

los homicidios y otras violencias.

Además, también se logró identificar algunas expe-

riencias en las que la institucionalidad local apoyó acti-

vamente iniciativas de jóvenes para la construcción de 

paz en su territorio. Un poblador de la región contaba 

que un “grupo de danzas [fue] creado en uno de los 

momentos más violentos y tristes vividos en la cabe-

cera municipal, donde las tomas guerrilleras eran muy 

frecuentes. Esta iniciativa fue apoyada por el alcalde”42.

El reconocimiento y visibilización de estas experien-

cias da cuenta de la valoración sobre el rol social de 

los jóvenes por parte de las comunidades. Uno de los 

tantos sueños que manifestaron las comunidades en 

una futura transición se refiere al deseo de inversión 

social en la juventud: “Los jóvenes del macizo cuentan 

con oportunidades de estudio en la universidad pública 

y regresan al territorio a trabajar por su gente”43 y “la 

construcción de la paz debe apoyarse en la inversión 

social, capacitación a las comunidades, especialmente 

en la educación de la niñez”44. Esta variable, la educa-

ción, es vista por los actores locales como un elemento 

39	 Diálogo	regional	en	Argelia.
40	 Esta	situación	ha	generado	muchas	reservas	sobre	la	voluntad	de	paz	de	las	FARC	en	las	zonas	como	Toribío	y	Jambaló,	no	obstante,	se	espera	que	esto	empiece	a	cambiar	

ante	el	anuncio	del	fin	del	reclutamiento	a	menores	de	17	de	años,	hecha	en	febrero	de	2015	por	las	FARC.	
41	 Para	ampliar	ver	http://www.saliendodelcallejon.pnud.org.co/buenas_practicas.shtml?x=7068.	
42	 	Entrevista	en	Bolívar.	
43	 Diálogo	regional	en	Patía.
44	 Dialogo	regional	en	Argelia.

dencia se presenta en las regiones focalizadas: en la re-

gión norte son 67.176 (26,98%) y en la región sur 33.175 

(19,34%).

El “bono demográfico” se entiende como el fenóme-

no de transición demográfica en el que la población en 

edad de trabajar es mayor que la dependiente (niños y 

adultos mayores) y, por tanto, el potencial productivo 

de la economía es superior. Empero, los beneficios aso-

ciados a esta población no se dan de manera automáti-

ca, sino dependen de “políticas macroeconómicas que 

incentiven la inversión productiva, aumenten las opor-

tunidades de empleo y promuevan un ambiente social y 

económico estable, propicio para un desarrollo sosteni-

do” (Saad, Miller, Martínez, & Holz, 2008, pág. 28).

Una primera mirada a las cifras en las regiones norte 

y sur indicaría que se tiene un bono demográfico signi-

ficativo, pues aproximadamente 260 mil personas (70% 

de la población en las dos regiones) se encuentran en 

edad de trabajar (15 a 64 años), y que dentro de ese los 

jóvenes son 20% una proporción importante. No obs-

tante, a pesar de que la franja de población en edad de 

trabajar es alta, las posibilidades de inserción al merca-

do laboral son mínimas en la región, por tanto, el terri-

torio no cuenta con la capacidad real de generación de 

ingresos, ahorro, inversión y pago de impuestos, aso-

ciados a la ventaja del bono demográfico positivo con 

que cuenta la región. 

Tal circunstancia permite concluir que, por un lado, 

las regiones cuentan con una población con capacidad 

de trabajar que no está siendo aprovechada para el de-

sarrollo regional. Los actores de los territorios donde se 

ejecutó el proyecto son conscientes de esta necesidad 

y consideran que en el postconflicto, para lograr la con-

solidación de la paz, el Estado colombiano debe invertir 

en educación tecnológica y profesional de los jóvenes: 

“Inversión en infraestructura educativa para formación 

superior (técnica tecnológica y universitaria) ya que las 

familias no cuentan con condiciones económicas para 

que sus hijos estudien en la ciudad”36.

Por otro lado, los jóvenes de los municipios focali-

zados, especialmente los de los sectores rurales, com-

parten una condición de exclusión social. Esto se tra-

duce en falta de oportunidades para su desarrollo. Para 

ellos la palabra campesino es sinónimo de pobreza: “Ser 

campesino es ser pobre, es vivir en medio de las necesi-

dades. A los jóvenes campesinos el campo no [les] ofre-

ce posibilidades de vida digna, al menos no viviendo de 

la agricultura”37. En consecuencia, el trabajo del campe-

sino es percibido por los jóvenes como un proyecto de 

vida poco deseable.

Esta brecha entre ciudad y campo es expresada por 

la diferencia entre los ingresos económicos de la ciudad 

y el campo: “Cuando se habla de dependencia econó-

mica, no se puede comparar este indicador [entre] una 

ciudad, donde un trabajador vive con 800 mil pesos 

mensuales y debe mantener a 3 personas con este in-

greso, [y] un campesino que también debe mantener a 3 

personas, pero con un ingreso máximo de 150 mil pesos 

mensuales”38.

La mayoría de los jóvenes que llegan a las ciudades 

tampoco consiguen oportunidades, sino que van a for-

mar parte del grupo que se sostiene con el subempleo 

y el empleo informal. Esta es una problemática identifi-

cada por las comunidades en Santander de Quilichao, 

donde se han insertado en el trabajo del mototaxismo, y 

también del microtráfico de drogas psicoactivas. Otros, 

36	 Diálogo	regional	en	Argelia.
37	 Entrevista	en	Patía.
38	 Entrevista	en	Patía.
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siempre acompañadas de escenarios y expresiones del 

arte y la cultura en las que las comunidades se muestran 

y reconocen mutuamente. En las mingas, reuniones y 

asambleas han estado presentes en los momentos más 

difíciles para la toma de decisiones colectivas. El arte 

ha estado presente para cumplir un rol vital, como vía 

de expresión, resistencia y trámite de las emociones. Ha 

servido también para la resolución de conflictos, como 

se evidencia en este caso en Almaguer: “En Almaguer 

hay dos instituciones educativas, el Colegio San Luis y la 

Normal, desde hace mucho tiempo entre los estudian-

tes de estos dos colegios ha existido una rivalidad muy 

fuerte. La creación de la escuela de música hace que 

ellos se encuentren en un mismo espacio, constituyendo 

un solo grupo, circunstancia que los ha llevado a esta-

blecer mecanismos para la resolución de sus conflictos. 

A través de la escuela de música han limado sus aspere-

zas, aprendiendo a convivir en armonía”46.

Así mismo, los proyectos con comunidades han en-

contrado desde la dimensión cultural estrategias más 

amigables y efectivas para lograr propósitos de au-

to-reconocimiento, reconciliación, resiliencia y apropia-

ción de nuevas formas de convivir aun en medio del 

conflicto.

Un ejemplo lo constituye el trabajo de la Fundación 

Talentos, organización que con recursos propios y ges-

tión local e internacional ha adelantado procesos con 

niños, jóvenes y familias desde la cultura y la recreación 

para desmotivar el reclutamiento de niños y jóvenes al 

conflicto armado. Programas como En la Jugada, ade-

lantado con la comunidad escolar en ambientes comu-

nitarios externos de Corinto y Miranda estimula habili-

dades para la vida a través del juego y la concertación 

de normas y valores. Talentos forma parte de una Red 

Nacional de Fútbol y Paz dando origen a procesos don-

de se promueve la convivencia a través del arte y el 

deporte, logrando reconocimiento de las comunida-

des, de sus niños y familias, y afianzando valores para 

la sana convivencia.

 Otro caso que tiene que ver con la posibilidad de 

robustecer los lazos de solidaridad y acompañamiento 

comunitario para enfrentar las tragedias del conflicto 

es la experiencia de Casas Pintadas en Miranda. El 4 

de abril de 2013, en la vereda Guatemala, las FARC lan-

zaron un tatuco desde la montaña hasta el puesto del 

ejército, cayendo en una vivienda. Esto dejó un mucha-

co de 16 años muerto y una niña de 12 años lesionada, 

además de otros heridos. A raíz de la tragedia distintas 

organizaciones llegaron a la vereda y desarrollaron el 

programa “casas pintadas”, apoyado por la alcaldía y 

la comunidad. “Sesenta casas de la vereda fueron pin-

tadas con dibujos, con arte, con colores, con figuras, 

flores, animales, como la gente quiso y se vivió un espí-

ritu de felicidad” 47. El proceso fue acompañado desde 

otras áreas como psicología y salud. Lo que finalmente 

se logró fue sentido de pertenencia al territorio, for-

talecimiento de capacidad organizativa comunitaria y 

afianzamiento de valores como la solidaridad y la em-

patía con las víctimas.

Como estas experiencias, hay muchas más, algunas 

ya instauradas en el calendario anual de las organiza-

ciones, como el Saakhelu que congrega a las comuni-

dades indígenas, las fugas de las comunidades afro en 

distintas regiones, donde también se convocan a dan-

zar a otras culturas y el Intercambio de semillas en el 

sur, que atrae a comunidades de campesinos en una 

celebración con distintas expresiones. Estos encuen-

tros han contribuido a la valoración de la multiculturali-

dad en el territorio: “La multiculturalidad y composición 

social pluriétnica, es un valor social muy grande” 48.

Del total de las 42 experiencias de paz narradas por 

los actores entrevistados, 18 correspondieron a expe-

46	 Entrevista	en	Almaguer.
47	 Entrevista	en	Miranda.
48	 Entrevista	en	Santander	de	Quilichao.

clave en el postconflicto. Sobre esto las comunidades 

reclaman mayor inversión, así como la revisión del mo-

delo educativo, de tal manera que se abran espacios 

más acordes con las realidades regionales y culturales 

del territorio. 

En definitiva, en los municipios focalizados existe 

una importante población en edad de trabajar, con-

formada especialmente por jóvenes, pero el abandono 

estatal y falta de oportunidades para el desarrollo en 

las regiones ha llevado a que estos migren a la ciudad 

y se olviden del campo, o se integren en la ilegalidad 

de distintas maneras. En un futuro acuerdo de paz es 

importante articular las experiencias de paz de los jó-

venes existentes, y potenciar sus capacidades a partir 

de una mejor y más pertinente oferta educativa, y de 

opciones laborales dignas que les permita aportar ac-

tivamente, y desde la legalidad, a la transformación de 

sus territorios. 

4.6. Territorio pluricultural 
para la paz

La multiculturalidad y etnicidad del departamento 

del Cauca se expresa desde diversas manifestaciones. 

En el norte y en el sur del departamento emergen in-

dividuos y organizaciones que promueven la música, 

la literatura y el rescate de las tradiciones que han he-

cho parte constitutiva de la memoria colectiva y hoy 

se convierten en patrimonio de las comunidades. “La 

foto de los zanqueros me encanta, admiro a don Fa-

bio que coordina los zanqueros en Mercaderes, a veces 

cuando hay las fiestas, con esta presentación vibro de 

emoción”45.

Aunque cada comunidad tiene arraigos a sus ex-

presiones ancestrales y tradicionales, las relaciones y 

dinámicas cotidianas han derivado en fusiones intercul-

turales creando nuevos ritmos, voces y estéticas para 

representar y recrear sus realidades. En la música se 

identifican los violines caucanos interpretados por las 

comunidades afro y armonizados al son de tambores 

que también son retomados junto con las flautas por 

los campesinos e indígenas dando origen a grupos de 

chirimías. Las juglas, currulaos, cumbias y música popu-

lar forman parte del acervo musical de las comunida-

des. La composición poética, la pintura, la escultura y el 

muralismo les sirven a las comunidades para expresar y 

tramitar las alegrías y tragedias de estos pueblos. 

Las manifestaciones de patrimonio cultural inmate-

rial se expresan en las celebraciones y encuentros que 

cada año se festejan en los municipios. Con el propósito 

de salvaguardar y visibilizar sus costumbres, las comu-

nidades mantienen distintas expresiones que van des-

de la ritualidad a la gastronomía afro, indígena y cam-

pesina; esto en su mayoría enmarcado en lo que ellos 

llaman “la cultura de la tierra, la cultura del campesino”, 

independientemente de su condición étnica, social o 

económica.

Estas manifestaciones culturales les han permitido 

a las comunidades contar su historia y no olvidarla; son 

vehículo de encuentro interétnico, que los ha dispuesto 

al diálogo sobre sus distintas visiones y planes de vida, 

logrando acercamientos que les permita cohabitar el 

territorio. Los relatos dan cuenta de la historia invisibi-

lizada, no contada ni reconocida en amplios contextos, 

pero que en el mundo pequeño de las comunidades ha 

configurado una manera de resistir y afrontar las vici-

situdes y las tragedias derivadas del conflicto armado.

Es evidente que la dimensión cultural ha estado pre-

sente en los procesos de organización social, de resolu-

ción de conflictos y como estrategia de resiliencia. Las 

luchas del macizo y las del norte del Cauca han estado 

45	 Diálogo	regional	en	Patía.



CAUCA
Capacidades locales para la paz

CAPACIDADES LOCALES PARA LA PAZ
Recursos y retos para el posconflicto en la región Cauca 4140

abrir espacio para (que) empecemos a reconocerlos”52.

Así mismo, el no involucramiento de la comunidad, 

las autoridades y los gremios a nivel local y regional 

es visto como una amenaza para la sostenibilidad del 

proceso de paz. Uno de los grandes retos que enfrenta 

el proceso de paz es el de lograr el apoyo de la pobla-

ción, no solo para la refrendación de los acuerdos sino 

para la implementación de los mismos en los territorios. 

“Es necesario una pedagogía, está en mora de difundir 

los acuerdos y avances para que la comunidad se vaya 

apropiando”53.

Si bien el concepto de paz territorial ha sido cen-

tral desde el comienzo de los diálogos de paz, no existe 

una definición clara del mismo ni de su alcance. Esto 

ha llevado, por un lado, a que se genere desconfian-

za en los territorios frente a la metodología utilizada en 

el proceso de paz, al ser vista como una reproducción 

del modelo centralista de gobernabilidad, en el que las 

decisiones se toman sin tener en cuenta a las regiones. 

“No sabemos cuál es la carta que viene de allá [La Ha-

bana] para acá [territorios]…cuando es consultado y ar-

mado desde abajo, se sabe a qué se va, pero una política 

armada desde allá, le veo un problema…”54. A lo que se 

suma el hecho de que no son claras las competencias y 

los recursos con los que van a contar los territorios en 

el postconflicto. 

A pesar de las desconfianzas frente al proceso de 

paz, la mayoría de los participantes expresaron su in-

tención de ser parte activa en la construcción de la paz, 

lo que se constituye en un recurso para el postconflicto 

en la región: “No hay que perder el horizonte, hay que 

creer y apostarle aunque sea un trabajo largo y difícil”55.

La apuesta expresada fue la de acompañar el pro-

ceso de paz desde la sociedad civil del Cauca, con ejer-

cicio de control ciudadano desde lo local y con el pro-

pósito de garantizar el cumplimiento de lo acordado. 

Lo anterior partiendo del hecho de que si existe una 

concertación acerca de lo que se espera de un proce-

so de construcción de paz en el territorio será posible 

construir compromisos para el postconflicto. “¿Cómo 

construimos una agenda, desde la sociedad civil, no solo 

desde la mesa? ¿Cuál es el nivel de compromiso?, so-

mos muchos los llamados, pero pocos los que llegan. Es 

un compromiso y responsabilidad de todos nosotros… 

En La Habana avanzan los diálogos, en el Cauca deben 

avanzar los diálogos”56.

En este marco de acción surge el reto de aprovechar 

las agendas que se han venido desarrollando en el terri-

torio desde diferentes organizaciones, con el propósito 

de que a través de diálogos regionales se puedan dis-

cutir visiones compartidas de construcción de paz, con 

la intención de que en una sociedad tan diversa como 

la caucana no se marginalice a sectores de la población 

en la definición de acciones para el postconflicto, sino 

que por el contrario a través de la implementación y 

la participación social en el postconflicto se logre una 

sociedad más incluyente. “El Cauca tiene mucho que 

aportar, por lo que hemos vivido, sufrido y por la rique-

za de la organización, hay hartas, pero con la capacidad 

de encontrar puntos nodales, no podemos ser homogé-

neos… ¿En dónde se encuentran los grupos étnicos? … 

respetar las autonomías, para las organizaciones socia-

les, la valoración social del género, los jóvenes, el adulto 

mayor, los niños...”57.

La participación social se constituye en un elemento 

de sostenibilidad para la implementación de los acuer-

dos de La Habana en los territorios, y el mecanismo de 

relacionamiento entre el nivel local y nacional será de-

terminante para la operativización del concepto de la 

paz territorial.

52	 Entrevista	en	Santander	de	Quilichao.
53	 Entrevista	en	Santander	de	Quilichao.
54	 Entrevista	en	Bolívar.
55	 Entrevista	en	Santander	de	Quilichao.
56	 Diálogo	en	Caloto.
57	 Diálogo	regional	en	Caloto.

riencias relacionadas con la manifestación, el fomento, 

el fortalecimiento de valores y costumbres de la cultu-

ra, en las que se incluyeron expresiones artísticas y de-

portivas, para afrontar problemáticas asociadas al con-

flicto en el territorio. “El proceso de formación de los 

muchachos que integran la banda municipal y el trabajo 

que realizan son hechos para la construcción de paz” 49.

En su mayoría, son iniciativas comunitarias y civiles, 

muchas de ellas sin apoyos; llevadas a cabo con preca-

riedad. Aquí confluyen una variedad de temas como los 

derechos humanos, la vida digna y la seguridad enten-

dida como la tranquilidad de poder trabajar y adelan-

tar una vida sencilla sin miedos y silencios cómplices, 

de construir planes de vida colectivos, respetuosos de 

la naturaleza y de los otros, que ayudan a mantener la 

esperanza en una paz construida desde el respeto a la 

diversidad y las estéticas propias de las comunidades.

La construcción de paz está ligada a procesos cul-

turales en tanto el logro de la paz responde a procesos 

humanos de relación, de identidad colectiva y cohesión 

social a través de valores de convivencia. Las experien-

cias de paz, coexistentes desde los inicios del conflicto 

o como producto del proceso mismo, son un activo de 

las comunidades y el Estado para configurar nuevos 

escenarios en el postconflicto. Es por esto que se re-

quiere del Estado mayores recursos para la protección, 

fomento y fortalecimiento de procesos artísticos, cultu-

rales y deportivos en la región.

4.7. Las reservas sobre ‘la Paz de La 
Habana’ en los territorios

Los participantes en los diálogos regionales expre-

saron en diferentes momentos el apoyo al cierre de la 

confrontación entre el Gobierno nacional y la guerrilla 

de las FARC por la vía negociada. “Todos los caucanos 

tenemos puesta nuestra esperanza en los acuerdos de 

paz, para que termine de una vez esta guerra absur-

da e irracional… concluyo diciendo que la construcción 

de paz es una responsabilidad de todos, del Gobierno 

nacional… departamentos y municipios y de todos los 

líderes en los diferentes territorios”50.

La decisión de sacrificar la participación social con 

el propósito de darle agilidad al proceso ha permitido 

avanzar como nunca antes en una negociación entre el 

Gobierno y las FARC, existiendo preacuerdos en tres de 

los cinco puntos de la agenda. Este modelo ha derivado 

en dos versiones del procesos de paz: el que se vive en 

La Habana, que avanza satisfactoriamente; y el que se 

perciben las comunidades en la región, marcado por al-

tos niveles de desconfianza, que se alimentan de la au-

sencia de comunicación sobre los avances del proceso, 

en formas que permitan que el proceso sea entendido 

por la población. “La preocupación que tengo es que… 

el postconflicto está acá, arriba lo habla la academia […] 

la clase intelectual del país, lo estamos llevando a niveles 

inclusive internacionales, pero no se está aterrizando a 

las bases, no hay un despliegue… donde va a estar el 

postconflicto”51

El hecho de que no exista participación social en 

el proceso de La Habana es visto como una debilidad 

del proceso, por lo que varias voces pidieron durante 

el proyecto la participación de otros actores en la ne-

gociación. “El Gobierno debería autorizar unos diálogos 

regionales donde esté la institucionalidad, la comunidad, 

los sectores sociales y económicos, entre la firma de los 

acuerdos y la ratificación de esos acuerdos… debe abrir-

se un espacio donde la voz de los insurgentes pueda ser 

reconocida, puedan defender lo que han firmado, sería 

49	 Entrevista	en	Bolívar.
50	 Dialogo	regional	en	Mercaderes.
51	 Entrevista	en	Caloto.
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sostenibles, desarrolladas por el SENA y los 

proyectos de emprendimiento del Fondo Em-

prender. 

• Las instituciones de educación superior de-

ben ser actores clave para la profesionali-

zación de muchos jóvenes de las regiones; 

ampliar la cobertura y diversificar la oferta 

de educación superior en los territorios. Esto 

genera vías para que el conocimiento gene-

rado en la universidad se vincule al desarrollo 

municipal y departamental. Por tanto, se su-

giere que se generen facilidades de ingreso 

a los estudiantes de regiones a las universi-

dades, o se siga acercando la universidad a 

las zonas más alejadas para el desarrollo del 

departamento.

• Varias de las experiencias de paz iniciadas 

por jóvenes o que tienen como población 

objeto los jóvenes tienen relación directa con 

temas deportivos, culturales y artísticos. En 

este caso se propone que en el marco de la 

implementación de los acuerdos y en coor-

dinación con la institucionalidad encargada 

en los temas culturales y educativos (secre-

tarías municipales, departamentales y mi-

nisterios) logren desarrollar una política que 

utilice el deporte y las expresiones culturales 

para la educación de los jóvenes. Es impor-

tante que estos programas no solo busquen 

la ocupación del tiempo libre, sino que sirvan 

como estrategias educativas para la forma-

ción de proyectos de vida y reconciliación de 

esta población.

5.2. Recomendaciones para un 
positivo tratamiento de los procesos 
de reordenamiento territorial

Los conflictos intercomunitarios por la tenencia y 

uso de la tierra será un tema fundamental en el post-

conflicto. En el norte se tienen dificultades especiales 

por la superposición de figuras jurídicas entre afros, 

campesinos e indígenas, y en el sur conflictos más re-

lacionados con la explotación minera. A continuación 

algunas recomendaciones generales para afrontar este 

tema:

• Las condiciones sociales, culturales y políti-

cas hacen del territorio caucano una cante-

ra de riqueza multiétnica y pluricultural. En 

ese sentido se recomienda implementar me-

sas de diálogo en las que las comunidades 

en tensión por la superposición de figuras 

puedan encontrar alternativas. Se sugiere al 

Gobierno nacional, con participación activa 

de las comunidades de estos territorios y la 

institucionalidad local, promueva la cohabi-

tación mixta de poblaciones sin que ningún 

sector se sienta excluido y puedan de mane-

ra mixta habitar el territorio bajo el principio 

del respeto de la polifonía de las cosmovisio-

nes. 

• El Incoder, el ministerio del Interior y la Go-

bernación, con apoyo de las alcaldías invo-

lucradas, debe fomentar y colaborar con la 

solución de los problemas de sobreposición. 

La Gobernación debe servir como mediador 

primario en las disputas, y en caso de escala-

miento se debe apoyar en la institucionalidad 

nacional para apoyar lo local en los diálogos 

V. Recomendaciones 
para la política 
pública del 
postconflicto

Para la tercera y última parte del documento realiza-

remos a continuación un conjunto de recomendaciones 

para los distintos niveles del estado, el sector produc-

tivo y las organizaciones sociales, con el propósito de 

sugerir futuras acciones que permitan preparar a los 

actores en el territorio para un eventual postconflicto. 

5.1. Recomendaciones para 
una política local para jóvenes 
constructores de paz

Los gobiernos nacional, departamental y local de-

ben visibilizar a los jóvenes no solo como receptores 

pasivos de servicios, sino también como actores estra-

tégicos del desarrollo, significativos en el cambio social 

de las regiones afectadas por el conflicto. 

• La política pública de juventudes regional 

y local debe ser diseñada e implementada 

con la participación de los jóvenes de las 

regiones. Para esto sería necesario impulsar 

desde los centros educativos y culturales a 

las organizaciones de juventudes y convo-

carlos a la toma de decisiones políticas. En 

este caso los centros educativos deberían 

desarrollar espacios de educación sobre la 

gobernabilidad y la participación política, así 

como el impulso de los comités de juventu-

des locales. La política local se debe hacer 

en coordinación con el nivel nacional desde 

Colombia Joven. 

• Se recomienda el fortalecimiento de progra-

mas educativos diferenciales, en lo regional, 

que permita la integración de los distintos 

saberes del territorio y que busque el rescate 

de la identidad cultural. Para esto la estrate-

gia puede ser realizada en el marco del Plan 

de Educación Rural que se establece en el 

punto 3.2.2 del preacuerdo de Reforma Rural 

Integral del proceso de paz en La Habana. En 

este caso se pueden utilizar los aprendizajes 

del Sistema Educativo Indígena Propio, te-

niendo en cuenta los lineamientos del Minis-

terio de Educación y bajo la Coordinación de 

la Secretaría de Educación departamental. 

• El fomento de organizaciones juveniles en 

los territorios del postconflicto debe estar 

anclado a la formación de liderazgos de jó-

venes constructores de paz. Una medida 

que puede ser útil para la construcción de 

estos liderazgos es el anclaje de esta estra-

tegia con la “Cátedra de la Paz” (Ley 1732 de 

2014) y los proyectos transversales de dere-

chos humanos y ciudadanía. Se recomienda 

fomentar competencias ciudadanas para la 

paz, a través del aprendizaje práctico y ex-

periencial de los valores de la Cultura de Paz.

• Es importante que se establezcan proyectos 

productivos para solución del desempleo de 

los jóvenes y la valoración del rol campesino. 

Un buen ejercicio que puede ser usado como 

aprendizaje son las unidades productivas 
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de este tipo de proyectos en sus territorios, 

y en caso afirmativo aporten las maneras de 

hacerlos.

• Se les recomienda a las empresas de explo-

tación minera y al Gobierno nacional refor-

mar la normatividad sobre minería. Especial-

mente se podría considerar que antes de la 

intervención directa de la empresa sobre el 

territorio, se hagan diagnósticos participa-

tivos con las comunidades y la instituciona-

lidad local, para que se puedan concertar 

actividades de responsabilidad social para la 

disminución del daño que genera la explo-

tación minera. En muchos casos, se conoce 

que la no planificación de estos desarrollos 

genera cambios importantes en las prácticas 

cotidianas de las comunidades, por lo que la 

planificación de una hoja de ruta en conjunto 

con la empresa privada, los actores sociales 

y la institucionalidad, puede ayudar para dis-

minuir los efectos negativos que puede traer 

la minería en los territorios. 

• Promover un diálogo regional sobre el tema 

que derive de una estrategia para la econo-

mía minera concertada con todos los actores 

clave del territorio (sector productivo, insti-

tucionalidad y sociedad civil). 

5.3.2. Sobre los cultivos de uso ilícito

• La solución a los cultivos de uso ilícito desde 

políticas punitivas debe ser reevaluada. La 

gestión de este fenómeno tiene que estar in-

tegralmente asociada con el desarrollo rural 

que necesita la región para que los campe-

sinos logren sustituir sus cultivos ilícitos por 

cultivos lícitos y tengan una cadena produc-

tiva eficiente. Esto involucra, por ejemplo, la 

solución del atraso en infraestructura de rie-

go y vías terciarias, la creación de un paquete 

de incentivos para la producción de nuevos 

cultivos, y la consideración de la sustitución 

gradual que garantice la sostenibilidad del 

campesinado. 

• En el desarrollo de los diálogos regionales ya 

se tenía parcialmente conocido el acuerdo 

sobre cultivos ilícitos, no obstante, se pudo 

evidenciar el alto desconocimiento del cam-

pesinado sobre los acuerdos en concreto. Se 

sugiere que desde la Oficina del Alto Comi-

sionado para la Paz con el acompañamiento 

de la ya creada Red de Alcaldes y Gober-

nadores por la Paz se focalicen los territo-

rios con cultivos ilícitos para que las comu-

nidades comiencen a conocer de fondo los 

acuerdos y puedan comenzar a prepararse 

para la implementación de este acuerdo. El 

primer paso puede ser la creación de subco-

mités en las JAC que tengan dentro de sus 

asociados campesinos cultivadores de coca, 

marihuana o amapola.

• En el Cauca es constante el reclamo por el 

reconocimiento del uso alternativo de los 

cultivos de coca. En este sentido y rescatan-

do que el preacuerdo de Solución al Proble-

ma de las Drogas ilícitas afirma “mantener 

el reconocimiento de los usos ancestrales y 

sobre los temas en tensión, dotando de in-

formación técnica suficiente a la institucio-

nalidad nacional y local para solucionar estos 

problemas de sobreposición. Finalmente, la 

institucionalidad nacional debe estar en ca-

pacidad de acompañar la toma de decisio-

nes consensuadas entre los actores intervi-

nientes y afectados, para lograr soluciones 

satisfactorias para todos.

• Para el Gobierno nacional se sugiere que los 

acuerdos que se hagan con las comunidades 

involucren la coordinación de las entidades 

que son competentes en los temas a discutir 

con las comunidades. En este caso se sugie-

re que se pueda crear una medida jurídica 

especial para que las tierras que se acuerde 

entregar a las comunidades no puedan ser 

vendidas ni compradas por parte de actores 

externos al acuerdo. Lo anterior con el pro-

pósito de evitar romper la confianza que se 

ha creado con las partes después de un pro-

ceso de diálogo y concertación.

• El diálogo entre comunidades de base y em-

presarios no es un tema fácil a tocar en el 

territorio. En los diálogos fue difícil acercar 

y hacer partícipes a los empresarios para 

discutir sobre la paz. Si bien ambos están de 

acuerdo en la importancia de la construcción 

de paz, desde el gobierno departamental se 

recomienda impulsar diálogos regionales en 

los que se invite a los dos sectores para sol-

ventar diferencias y encontrar puntos en co-

mún para el desarrollo de la región. En este 

sentido, la firma de unos acuerdos de paz se 

puede convertir en una ventana de oportu-

nidad para que los gobiernos locales y de-

partamentales, con apoyo del ministerio del 

Interior, logre mejorar las relaciones existen-

tes entre empresas, comunidades y estados 

locales y puedan elaborar conjuntamente la 

hoja de ruta para solucionar los problemas 

sociales y económicos del territorio. 

5.3. Recomendaciones con respecto 
de las economías asociadas a la 
conflictividad

Las economías asociadas a la conflictividad en el 

Cauca requieren de atención especial, por la confluen-

cia de intereses de legales e ilegales. Aquí resaltamos la 

minería y los cultivos de uso ilícito como economías que 

tienen y pueden potenciar futuros conflictos sociales y 

políticos. Sobre estos existen varias sugerencias:

5.3.1. Sobre la minería

• Se les sugiere a los gobiernos nacional y 

departamental promover diálogos amplios 

sobre la minería con participación de las co-

munidades que están siendo directamente 

afectadas. En este caso efectuar procesos 

en los que los actores locales se puedan in-

formar ampliamente sobre los modelos de 

minería, comprender cuáles son los menos 

dañinos para su territorio. Después de estos 

procesos realizar las consultas previas. In-

cluidos a los campesinos, para que las comu-

nidades decidan si quieren o no el desarrollo 
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propuestas. En consecuencia, se sugiere in-

centivar a las organizaciones internacionales 

y nacionales expertas a fortalecer a las orga-

nizaciones de sociedad civil de la región en 

temas de veeduría ciudadana. Especialmen-

te en el trabajo de control de la implementa-

ción de los acuerdos de paz en la región. 

5.5. Recomendaciones para el 
fortalecimiento de la capacidad, 
eficiencia y legitimidad del Estado 
en los territorios

Los cambios que tendrá que hacer el Estado colom-

biano sobre el diseño institucional serán de fondo, por 

lo que la transición será lenta y complicada. Se sugie-

ren algunas recomendaciones para el nivel nacional y 

territorial teniendo en cuenta las posibilidades a corto 

y largo plazos: 

• Es de esperar que en el corto plazo la ins-

titucionalidad no pueda facilitar la transfe-

rencia de amplios recursos para estos mu-

nicipios. Por tanto, se recomienda que en el 

caso de la creación de una institucionalidad 

transitoria para municipios afectados por 

el conflicto, esta pueda, en conjunto con la 

entidad territorial y la comunidad, priorizar 

las acciones de corto plazo para establecer 

las condiciones iniciales que servirán como 

punto de partida para el fortalecimiento del 

estado local. Es importante que esto se haga 

muy de la mano con la institucionalidad de 

la región, pues cuando la institucionalidad 

transitoria desaparezca, los territorios inter-

venidos deben ser capaces de continuar en 

la transformación de las condiciones de vida 

de sus comunidades.

• Los municipios requieren, generalmente, una 

reforma de fondo, que lleve a una nueva ca-

tegorización municipal para la asignación de 

recursos, pero también para el ordenamien-

to diferencial de competencias. Por tanto, la 

transferencia de recursos y estipulación de 

los conceptos de gastos no pueden tener 

un mismo rasero para todos los municipios 

del país. En este sentido, los recursos trans-

feridos deberían permitir ser utilizados de 

acuerdo con las prioridades que se acuerden 

previamente con el Gobierno nacional y las 

regiones. Esto para un mejor uso de los re-

cursos y una eficiente utilización de los mis-

mos. 

• La realización de una política pública partici-

pativa es una experiencia efectiva de los in-

dígenas. Se sugiere que con la colaboración 

de la ACIN y el CRIC, y teniendo en cuenta 

la diferencia de los territorios no indígenas, 

las metodologías de planificación, así como 

de ejecución de políticas, puedan ser replica-

das al resto del territorio caucano. Para esto 

se podría, desde la Gobernación, contratar 

a funcionarios calificados conocedores de 

esta experiencia, e incluso de las mismas co-

munidades, para que se encarguen de dise-

ñar un programa para la capacitación y for-

talecimiento de planeación, implementación 

y evaluación participativa en los municipios 

del Cauca. Este programa se debería articu-

tradicionales de la hoja de coca” (Mesa de 

Conversaciones, 2013), se sugiere que el Go-

bierno nacional permita generar un marco 

jurídico en el que el estado local y departa-

mental puedan fomentar este uso de los cul-

tivos de coca bajo su regulación y se evite la 

apropiación de estos por el narcotráfico.

5.4. Recomendaciones para activar 
los recursos de acción colectiva para 
la paz

• Los movimientos y organizaciones sociales 

han logrado enorme reconocimiento y nivel 

de interlocución política que los convierte en 

actores dinámicos para la construcción de la 

paz. Con base en esto la implementación de 

los acuerdos de paz debe captar estos acti-

vos existentes para no crear nuevos proce-

sos que choquen con los ya existentes. Por 

tanto, se sugiere que desde los consejos mu-

nicipales de paz y el consejo departamental 

de paz, hagan partícipes a las organizacio-

nes que hoy existen en el territorio y tengan 

como misionalidad la construcción de paz en 

su territorio. Para el Cauca, resulta especial 

que el Erpaz sea uno de los actores principa-

les en el Consejo departamental de Paz por 

ser un actor con incidencia departamental. 

• Los acuerdos locales y regionales genera-

dos entre las comunidades contribuyen a 

afrontar de manera conjunta problemáticas 

comunes como la minería y los cultivos de 

uso ilícito a través de sus espacios de interlo-

cución como la Mesa Intercultural e Interétni-

ca del Norte del Cauca. Esta experiencia ha 

generado una concientización de las organi-

zaciones sobre la importancia de desarrollar 

habilidades resolutivas y de negociación. En 

este caso se aconseja que los funcionarios y 

participantes en estos espacios de interlo-

cución puedan ser capacitados en temas de 

manejo de solución de conflictos. Para esto 

es pertinente que la gobernación, en alian-

za con organizaciones sociales, establezcan 

acuerdos con universidades como el Cau-

ca y la Javeriana de Cali, que tienen expe-

riencia en estos temas para la formación de 

funcionarios con habilidades sociales para la 

resolución local de conflictos. También, con 

apoyo de organizaciones nacionales e inter-

nacionales se podrían buscar alianzas con 

universidades y organizaciones que cuenten 

con especialistas en resolución de conflictos. 

• Las organizaciones en varios diálogos y en-

trevistas resaltaron la falta de acceso a re-

cursos para llevar a cabo proyectos sociales. 

En este caso, se recomienda crear un fondo 

nacional y territorial para el fortalecimiento 

de la sociedad civil en las zonas afectadas 

por el conflicto. Esto no solo fortalecería las 

organizaciones civiles, sino podría mejorar 

las relaciones entre la sociedad civil y el Es-

tado. 

• La alta diversidad y fuerza de movilización 

que tienen las organizaciones del Cauca de-

muestra el nivel de reflexión que poseen mu-

chos de estos actores en la elaboración de 



CAPACIDADES LOCALES PARA LA PAZ
Recursos y retos para el posconflicto en la región Cauca 49

nuación sugerimos algunas recomendaciones para for-

talecer el apoyo al proceso y su futura implementación:

• Es definitivo que se genere una estrategia 

de comunicación más cercana a las comu-

nidades desde la Oficina del Alto Comisio-

nado para la Paz. En este caso, con alianza 

de la Federación Nacional de Municipios y la 

Federación Nacional de Personeros, se pue-

de hacer un trabajo de terreno en el que se 

efectúen encuentros locales para explicar de 

manera detallada lo que se ha acordado y 

los compromisos necesarios que se necesi-

tan para el éxito de estos acuerdos. El uso 

de metodologías apreciativas y participati-

vas podrían ser un enfoque apropiado para 

estos diálogos por su facilidad para animar y 

empoderar a los sujetos. 

• Los diálogos realizados por el proyecto die-

ron cuenta que es muy difícil acercar a los 

empresarios a las discusiones sobre los temas 

de la paz. En la convocatoria de los diálogos 

en busca de apoyos futuros a los acuerdos 

de paz hay que escudriñar estrategias nove-

dosas para motivar a las grandes empresas 

para que participen en los diálogos locales. 

Estos acercamientos deben ser focalizados 

en la zona sur del Cauca, donde es necesa-

ria la inversión social de las empresas para el 

desarrollo económico de la región. 

• Se le recomienda al Gobierno, en tanto se 

busque concretar la política de “paz territo-

rial”, que la implementación de los acuerdos 

en los territorios capten los activos de las ini-

ciativas existentes en el Cauca sobre agen-

das de paz. Por ejemplo, la organización in-

dígena ya cuenta con una “Agenda Nacional 

de Paz de los Pueblos Indígenas,” por lo que 

los gobiernos locales, regionales y nacional 

deben ser capaces de concertar estas posi-

ciones con las ya planteadas en los acuerdos 

para evitar posibles tensiones y riesgos en la 

ejecución de los acuerdos de paz. 

5.7. Recomendaciones para 
potencializar la cultura y el arte 
como medio para la construcción de 
paz en el territorio

La diversidad cultural no es un tema marginal en la 

cotidianidad de las comunidades caucanas, por lo que 

usar este acervo cultural podría ser clave para el éxito 

de muchas medidas que buscan incentivar la cultura de 

paz en estos territorios. Por consecuencia se recomien-

da: 

• En relación con la promoción de la memo-

ria histórica, se sugiere a la gobernación del 

Cauca realizar un convenio con el Centro Na-

cional de Memoria Histórica (CNMH), para 

promover en territorios estratégicos, de las 

zonas sur y norte, centros regionales que 

promuevan la recuperación de la memoria 

de las víctimas a través de las distintas ex-

presiones que utiliza el CNMH. 

• Se recomienda a la Secretaría de Educación 

del departamento que con alianza del Centro 

de Memoria Histórica, apoyo del Ministerio 

lar con el DNP, Planeación Departamental y 

las oficinas de planeación municipal, tenien-

do como espacio de coordinación esencial 

los consejos municipales de planeación.

• En los niveles regionales del departamento 

se deberían planificar políticas que tengan 

duración superior a cuatro años. Estos ins-

trumentos de planificación deben ser el mar-

co general para que los distintos alcaldes, sin 

importar el caso, definan sus planes de desa-

rrollo con base en lo regional. Estos pueden 

seguir las lecciones del proceso del plan de 

desarrollo del norte del Cauca, en el que la 

visión de desarrollo y los problemas del te-

rritorio son ahora entendidos de manera su-

pra-regional y no municipal. En concordan-

cia con este plan regional, se debería crear 

una mesa de coordinación que tenga la par-

ticipación explícita de las comunidades para 

que funcione como espacio de seguimiento 

y monitoreo del mismo.

• En el marco de la justicia transicional, la fuer-

za pública debería hacer procesos de reco-

nocimiento de violación de DDHH a nivel 

territorial focalizado. Estas acciones podrían 

ser el primer paso para recuperar la confian-

za de la fuerza pública por parte de las co-

munidades. 

• La recuperación de la legitimidad por parte 

de las fuerzas de seguridad en estos territo-

rios es definitiva para el postconflicto. En este 

caso, se sugiere que en territorios como los 

focalizados en el sur, tras la desmovilización 

de la guerrilla, sean desmilitarizados para ser 

ocupados por una fuerza policial rural nueva 

que tenga incluida las lecciones aprendidas 

y buenas prácticas de los Escuadrones Mó-

viles de Carabineros (EMCAR). Se tiene que 

buscar una estrategia para recuperar o reno-

var la confianza de las comunidades con la 

fuerza pública

• En las zonas indígenas la nueva policía rural 

debería coordinar su trabajo con la guardia 

indígena, en un contexto donde se reconoz-

ca la autonomía de estas comunidades. Es 

importante resaltar que no se puede buscar 

reemplazar la capacidad de la guardia indí-

gena que cuenta con una alta legitimidad 

por sus comunidades, y ha resultado efectiva 

para mitigación y prevención de riesgos rela-

cionados con la violencia. En consecuencia, 

una alianza entre estos dos podría ser una 

correcta vía para el trabajo mancomunado 

de la protección del territorio y el fortaleci-

miento de un estado local. 

5.6. Recomendaciones para 
fortalecer el apoyo a la negociación 
y futura implementación de los 
acuerdos de paz

Dentro de los retos se identificó claramente que 

existe un apoyo al proceso de paz, pero con reservas. 

Estas están, principalmente, basadas en la falta de par-

ticipación social directa que tiene este proceso y los 

retos de la paz que las comunidades creen que no están 

siendo abordadas por el temario de la agenda. A conti-
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de Educación, y de organizaciones expertas 

en el tema, y activa participación de las co-

munidades, desarrollen textos y estrategias 

pedagógicos para la enseñanza de la historia 
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